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El presente informe jurídico comprende el estudio del Expediente N° 11067-2010, el 
cual versa sobre un proceso de divorcio por la causal de imposibilidad de hacer vida 
en común, prevista en el inciso 11 del artículo 333 del actual Código Civil. La 
relevancia de este expediente reside en que el caso objeto de controversia involucra el 
análisis de diversas instituciones y conceptos pertenecientes al Derecho de Familia y 
al Derecho Procesal Civil. Asimismo, este caso devela la falta de uniformidad en la 
interpretación desarrollada por los órganos jurisdiccionales en torno a dicha causal. 
Como se ha podido verificar, esto genera un impacto no solo en la actividad 
probatoria, sino también en la decisión judicial respecto de la fundabilidad de la 
demanda. En vista de ello, el principal objetivo de este informe consiste en analizar la 
causal de imposibilidad de hacer vida en común, y establecer de manera adecuada su 
sentido. Para esto resulta necesario desplegar una labor interpretativa, la cual exige 
recurrir, por una parte, a un conjunto de premisas conceptuales y criterios de la teoría 
de la interpretación jurídica, y, por otra, a la jurisprudencia y la doctrina especializada. 
Como resultado, se tiene que la causal materia de estudio está conformada por una 
serie de elementos que requieren acreditarse a través de los medios probatorios 
regulados en el Código Procesal Civil. Luego de examinar las alegaciones de las 
partes así como la información obtenida de los elementos de prueba, se concluye que 
la causal de imposibilidad de hacer vida en común sí se configura en el presente caso 
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El expediente objeto de estudio transita por dos áreas del Derecho. Estas son el 
Derecho de Familia y el Derecho Procesal Civil. Respecto de la primera, se ha podido 
identificar ciertas materias relacionadas a la institución familiar. Nos referimos al 
matrimonio y a la disolución del vínculo conyugal, esto es, el divorcio. En cuanto a la 
segunda área, se advierte que el presente caso aborda como tema principal a la 
institución de la prueba, la cual se manifiesta en la actividad probatoria que realizan los 
órganos jurisdiccionales y los medios de prueba empleados por las partes en el 
transcurso del proceso. 
 
Por otro lado, la relevancia del expediente se fundamenta en que los hechos del caso 
vislumbran un conflicto de intereses, cuya solución se ubica en las normas de nuestro 
sistema jurídico. Asimismo, el expediente representa una oportunidad para evaluar los 
criterios interpretativos aplicados por los jueces en torno a la causal de divorcio de 
imposibilidad de hacer vida en común. Al respecto, se ha podido detectar una falta de 
uniformidad en las interpretaciones judiciales, lo cual genera un impacto en la actividad 
probatoria y en la predictibilidad que debiese tener nuestro sistema de justicia. 
 
Por último, el caso comprendido en el expediente nos permitirá utilizar los 
conocimientos adquiridos durante los años de pregrado e incorporar otros 
conocimientos como resultado de una investigación ulterior. Cabe señalar que esta 
última no se limitará a la exégesis de disposiciones normativas, sino que incluirá un 















- El 13 de marzo del 2010, la señora Arlet Huayhua Loayza (en adelante, 
“demandante” o “señora Huayhua”) contrajo matrimonio civil con el señor 
José Luis Chimpen Salazar (en adelante “demandado” o “señor Chimpen”) 
ante la Municipalidad Distrital de Jesús María en la ciudad de Lima, Perú1.  
 
- La señora Huayhua y el señor Chimpen fijaron su domicilio conyugal en un 
departamento ubicado en el distrito de Santiago de Surco. 
 
- La señora Huayhua llevó a su menor hija, concebida en un anterior 
matrimonio, a vivir al domicilio conyugal. La señora Huayhua y el señor 
Chimpen no procrearon hijos en común.  
 
II. HECHOS RELEVANTES DEL PROCESO2 
 
En esta parte se expondrán los hechos relacionados con la controversia del 
presente caso. Asimismo, se tendrán en cuenta los principales actos 
procesales tanto de parte como de los órganos jurisdiccionales, que se llevaron 
a cabo en las diversas fases de este proceso de divorcio. 
 
PRIMERA FASE DEL PROCESO 
 
2.1. Demanda de divorcio por causal 
 
El 30 de diciembre del 2010, casi diez meses después de haberse celebrado el 
matrimonio civil, la señora Huayhua interpuso una demanda de divorcio3 contra 
el señor Chimpen por la causal de imposibilidad de hacer vida en común, 
debidamente probada en proceso judicial, en virtud del inciso 11 del artículo 
                                                          
1 La celebración del matrimonio civil se encuentra acreditada con el acta de matrimonio emitido 
por el Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC). Ver foja 3 del expediente. 
2 En el presente informe, hago referencia al Código Civil promulgado mediante Decreto 
Legislativo N° 295 que entró en vigencia en noviembre de 1984. Asimismo, la alusión al Código 
Procesal Civil corresponde al cuerpo normativo promulgado mediante Decreto Legislativo N° 
768, cuya versión modificada está contenida en el Texto Único Ordenado promulgado en enero 
de 1992 a través de la Resolución Ministerial N° 010-93-JUS. Cabe precisar que el texto de los 
artículos citados -de ambos códigos- guarda correspondencia con la versión vigente al 
momento en que se produjeron los hechos del caso así como los actos procesales. 
3 Ver fojas 23 a 30 del expediente. 
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333 del Código Civil4. La demanda fue formulada ante el Poder Judicial y 
posteriormente asignada al Vigésimo Juzgado Especializado de Familia de la 
Corte Superior de Lima. Conforme al escrito de demanda, se aprecian los 
siguientes pedidos: 
 
i. Se declare la separación de cuerpos y divorcio entre la demandante y el 
demandado; 
 
ii. Se extinga el régimen patrimonial de sociedad de gananciales; y, 
 
iii. Se otorgue a la demandante una pensión mensual de alimentos 
equivalente al monto de S/ 1000.00 (mil) soles.  
 
Como fundamento de estos pedidos, la demandante alegó los siguientes 
hechos: 
 
 Antes de contraer matrimonio, la demandante compró un departamento a 
título personal. Sin embargo, durante el matrimonio, ella y el demandado no 
adquirieron ningún bien mueble ni inmueble.  
 
 El domicilio conyugal fue constituido en la Av. La República N° 271, 
departamento 102, edificio 4, en el distrito de Santiago de Surco, provincia y 
departamento de Lima, Perú. A la fecha de interposición de la demanda, 
ambas partes continuaban viviendo en dicho domicilio. 
 
 Poco después de contraer matrimonio, surgieron problemas entre ambos 
cónyuges en torno al uso de un espacio dentro del departamento que 
habitaban. Según la demandante, el demandado le solicitó construir un 
cuarto para que sirva como área de trabajo. No obstante, el señor Chimpen 
cambió de parecer, señalando que en dicho cuarto se hospedaría su 
madre. La señora Huayhua aceptó ello a fin de mantener la armonía 
familiar.  
 
                                                          
4 Código Civil. “Artículo 333.- Son causas de separación de cuerpos: […] 11. La imposibilidad 
de hacer vida en común, debidamente probada en proceso judicial. […]”. Cabe mencionar que 
la base legal citada en el escrito de demanda no incluyó al artículo 349 del Código Civil, que 
resultaba pertinente para el presente caso. 
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Meses después, el demandado le indicó que su madre ya no viviría con 
ellos, sino con uno de sus hermanos. Este hecho marcó un punto de 
inflexión en la relación conyugal. 
 
 El demandado mostró el departamento a terceras personas sin consultar 
previamente a la demandante. Esta información se la proporcionó la 
empleada de la casa. Asimismo, el señor Chimpen encargó a una empresa 
inmobiliaria efectuar la tasación y venta del departamento, a pesar de la 
disconformidad de la señora Huayhua. 
 
 Desde el inicio del matrimonio, éste no se pudo desenvolver con 
normalidad, debido a la abierta incompatibilidad de caracteres entre ambos 
cónyuges. Ello impide el cumplimiento de los deberes matrimoniales de 
asistencia mutua5, cohabitación y vida en común en el domicilio conyugal6.  
 
 El demandado mantiene un horario de trabajo excesivo dentro y fuera del 
hogar, ya que labora de lunes a sábado durante todo el día y al regresar a 
casa se aísla en su escritorio. Además, el señor Chimpen no acompaña a 
su cónyuge a visitar a sus padres, lo cual quiebra la armonía que debe 
imperar en una familia. 
 
 El demandado tiene la costumbre de beber licor en casa, principalmente los 
fines de semana. En ciertas ocasiones emplea un lenguaje inapropiado 
cuando habla por teléfono. Este hecho resulta preocupante para la 
demandante, pues su hija de 15 años se expone a un peligro moral 
inminente. 
 
 Antes de casarse, el demandado prometió a la demandante que sería 
amigo de su hija y que la llevaría al colegio todas las semanas. Sin 
embargo, el señor Chimpen no cumplió con ninguna de estas promesas. 
 
                                                          
5 Código Civil. “Artículo 288.- Los cónyuges se deben recíprocamente fidelidad  y asistencia”. 




 El demandado dificultó la participación de su cónyuge en la empresa 
(ARJOL S.A.C.) que ambos crearon antes de contraer matrimonio7. Según 
la señora Huayhua, la gestión del señor Chimpen solo generó pérdidas para 
la empresa. 
 
 En la última semana de octubre del 2010, la demandante organizó un viaje 
a fin de mejorar la relación matrimonial con el demandado. Durante el viaje, 
la señora Huayhua tuvo un accidente y se lesionó uno de sus brazos. A 
pesar de su estado, no recibió el apoyo ni la asistencia por parte del señor 
Chimpen. 
 
Para acreditar las alegaciones contenidas en el escrito de demanda, la 
demandante ofreció los siguientes medios de prueba: 
 
 Acta del matrimonio civil celebrado entre la señora Huayhua y el señor 
Chimpen ante la Municipalidad distrital de Jesús María, emitida por el 
Registro Nacional de Identificación y Estado Civil (RENIEC)8. 
 
 Carné de atención de accidentes de la señora Huayhua9. 
 
 Recetas médicas y boletas de venta de la Clínica Especialidades Médicas, 
donde se atendió la señora Huayhua10. 
 
 Copia certificada de la partida registral, asiento de constitución, de la 
empresa ARJOL S.A.C., emitida por la Superintendencia Nacional de los 
Registros Públicos (SUNARP)11. 
 
 Ficha RUC de la empresa ARJOL S.A.C., impresa de la página web de la 
Superintendencia Nacional de Aduanas y de Administración Tributaria 
(SUNAT)12. 
 
                                                          
7 Conforme al expediente, la empresa tuvo como socios fundadores al señor Chimpen y a la 
señora Huayhua. Fue registrada en la SUNARP el 22 de marzo del 2010, tal como figura en su 
partida registral y ficha RUC. 
8 Ver foja 3 del expediente. 
9 Ver foja 4 del expediente. 
10 Ver fojas 5 a 11 del expediente. 
11 Ver fojas 12  a 17 del expediente. 
12 Ver fojas 18 a 19 del expediente. 
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2.2. Declaración de inadmisibilidad de la demanda  
 
Mediante Resolución N° 1 de fecha 30 de diciembre del 201013, el Vigésimo 
Juzgado Especializado de Familia declaró inadmisible la demanda, debido a lo 
siguiente: 
 
i. La demandante no formuló con precisión su pedido14. En el escrito de  
demanda se aprecia que la señora Huayhua solicitó declarar, a la vez, la 
separación de cuerpos y el divorcio. Además, la base legal citada hacía 
referencia a diversas figuras jurídicas, entre ellas, la separación de cuerpos 
y el divorcio, así como también la separación convencional y divorcio 
ulterior. 
 
ii. La abogada a cargo del patrocinio de la demandante no presentó su 
constancia de habilitación profesional emitida por el Colegio de Abogados 
de Lima15. 
 
En consecuencia, el Juzgado ordenó a la demandante subsanar este defecto y 
omisión dentro del plazo dispuesto por ley.  
 
2.3. Escrito de subsanación y declaración de admisibilidad 
 
El 11 de enero del 2011, la demandante presentó un escrito16 para subsanar 
las observaciones advertidas en la Resolución N° 1. La señora Huayhua 
precisó que su pedido consistía en la declaración del divorcio, de conformidad 
con el artículo 333, inciso 1117, y el artículo 34918 del Código Civil. Asimismo, 
adjuntó la papeleta de habilitación profesional requerida. 
 
                                                          
13 Ver foja 31 del expediente. 
14 Código Procesal Civil. “Artículo 426.- El juez declarará inadmisible la demanda cuando: […] 
3. El petitorio sea incompleto o impreciso. […]”. Este era el texto vigente del artículo al 
momento de la emisión de la Resolución N° 1. Después fue modificado mediante Ley N° 
30293, publicada en el diario oficial El Peruano el 28 de diciembre del 2014. 
15 Esta exigencia se encuentra en el Artículo Primero de la Resolución Administrativa N° 299-
2009-CE-PJ. Cabe mencionar que en setiembre del 2020 el INDECOPI emitió la Resolución 
0189-2020-CEB-INDECOPI, donde declaró como barrera burocrática ilegal la exigencia de 
presentar una constancia de habilitación profesional para el caso de los abogados. 
16 Ver fojas 35 y 36 del expediente. 
17 Código Civil. “Artículo 333.- Son causas de separación de cuerpos: […] 11. La imposibilidad 
de hacer vida en común, debidamente probada en proceso judicial. […]”. 
18 Código Civil. “Artículo 349.- Puede demandarse el divorcio por las causales señaladas en el 
artículo 333, incisos del 1 al 12”. 
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Mediante Resolución N° 2 de fecha 14 de enero del 201119, el Vigésimo 
Juzgado Especializado de Familia dispuso admitir a trámite la demanda de 
divorcio por causal de imposibilidad de hacer vida en común, en la vía del 
proceso de conocimiento. Además, tuvo por ofrecidos los medios de prueba 
presentados por la demandante y ordenó correr traslado de la demanda al 
Ministerio Público y al demandado.  
 
2.4. Contestación del Ministerio Público 
 
Con fecha 2 de marzo del 2011, la Vigésima Fiscalía Provincial de Familia de 
Lima, en representación del Ministerio Público, presentó un escrito de 
contestación20 a la demanda, en virtud de lo dispuesto en los artículos 113, 
inciso 121, y 48122 del Código Procesal Civil.  
 
A través de la Resolución N° 3 emitida el 9 de marzo del 201123, el Vigésimo 
Juzgado Especializado de Familia resolvió tener por contestada la demanda 
por parte del Ministerio Público. 
 
2.5. Contestación del demandado y formulación de tacha 
 
Mediante escrito de fecha 26 de abril del 2011, el demandado contestó la 
demanda sobre la base de los siguientes argumentos24: 
 
 Durante el matrimonio surgieron problemas como en toda relación de 
pareja, pero no en la magnitud descrita por la demandante. 
 
 El demandado tenía una alta carga laboral; sin embargo, ello no originaba 
una imposibilidad para hacer vida en común, menos el incumplimiento de 
sus deberes conyugales. Además, su consumo de alcohol ocurría de 
manera ocasional, lo cual no lo convertía en una persona alcohólica o un 
bebedor consuetudinario. 
                                                          
19 Ver foja 38 del expediente. 
20 Ver fojas 44 y 45 del expediente. 
21 Código Procesal Civil. “Artículo 113.- El Ministerio Público ejerce las siguientes atribuciones: 
1. Como parte; […]”. 
22 Código Procesal Civil. “Artículo 481.- El Ministerio Público es parte en los procesos a que se 
refiere este Subcapítulo, y, como tal, no emite dictamen”.  
23 Ver foja 46 del expediente. 




 La afirmación realizada por la demandante, al sostener que el demandado 
mostró el departamento a terceros sin consultarle, no fue acreditada. Si 
bien ella alegó que dicha información se la proporcionó la empleada de la 
casa; no obstante, no identificó a esta persona ni ofreció su declaración en 
calidad de testigo. 
 
 El demandado rechazó que la relación distante con la hija adolescente de la 
demandante sea una de la causas de la imposibilidad de hacer vida en 
común. Para él, el hecho de no llevarla al colegio durante la semana, 
únicamente revela que la demandante deseaba tener un empleado y no un 
esposo. 
 
 El demandado reconoció que no brindó atención a su cónyuge cuando ésta 
se accidentó. Sin embargo, sostuvo que ese hecho no implicaba un 
desinterés hacia ella como esposa y ser humano25. 
 
En otra parte del escrito, el demandado formuló una cuestión probatoria, en 
este caso, una tacha en contra de los medios de prueba ofrecidos por la 
demandante26. El señor Chimpen argumentó que los documentos aportados no 
acreditaban la configuración de la causal de imposibilidad de hacer vida en 
común. Por tanto, no cumplían con la finalidad prevista en el artículo 188 del 
Código Procesal Civil27. 
 
Finalmente, el demandado solicitó al Vigésimo Juzgado de Familia declarar 
infundada la demanda en todos sus extremos. 
 
2.6. Inadmisibilidad de la tacha  
 
                                                          
25 Según el fundamento sétimo del escrito de contestación (foja 64), el señor Chimpen alegó 
que: “Como es posible que la demandante, señale que no me interesa como esposa ni mucho 
menos como ser humano, por el simple hecho de no haberle dado ningún tipo de atención 
cuando estuvo accidentada, dicha apreciación, es totalmente subjetiva, carente de todo 
sustento y principalmente causa agravio y perjuicio al demandado, en su calidad de esposo” 
(las cursivas son mías). 
26 Se refiere al carnet de atención de accidentes de la señora Huayhua así como a las recetas y 
boletas de ventas emitidas por la Clínica Especialidades Médicas donde ella se atendió. 
27 Código Procesal Civil. “Artículo 188.- Los medios probatorios tienen por finalidad acreditar los 
hechos expuestos por las partes, producir certeza en el Juez respecto de los puntos 
controvertidos y fundamentar sus decisiones”. 
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Por medio de la Resolución N° 4 de fecha 4 de mayo del 201128, el Vigésimo 
Juzgado de Familia resolvió tener por contestada la demanda por parte del 
demandado. Asimismo, declaró inadmisible de plano la tacha que éste formuló  
en contra de los medios probatorios ofrecidos por la demandante.  
 
El Juzgado adoptó esta última decisión debido a lo siguiente:  
 
i. En el marco de un proceso de conocimiento, las partes cuentan con cinco 
días para presentar cuestiones probatorias en contra de los medios de 
prueba, contados desde la notificación de la resolución que los da por 
ofrecidos. Así lo dispone el inciso 1 del artículo 478 del Código Procesal 
Civil29. 
 
ii. El demandado propuso la tacha de forma extemporánea, es decir, fuera del 
plazo establecido en el artículo citado. El Juzgado advirtió que la 
Resolución N° 2 -que tuvo por ofrecidos los documentos que presentó la 
demandante- fue notificada al señor Chimpen el 11 de marzo del 2011; no 
obstante, planteó la tacha el 26 de abril de ese mismo año. 
 
2.7. Fijación de puntos controvertidos y admisión de medios probatorios 
 
A través de la Resolución N° 9 emitida el 6 de marzo del 201230, el Vigésimo 
Juzgado de Familia resolvió fijar los puntos controvertidos del proceso. Estos 
consistieron en: 
 
i. Determinar si los hechos alegados por la demandante e imputados al 
demandado configuran la causal de imposibilidad de hacer vida en común, 
o impiden reanudarla. 
 
ii. Determinar si la demandante se encuentra en estado de necesidad por la 
que deba otorgarse a su favor una pensión de alimentos equivalente a S/ 
1000.00 (mil) soles mensuales o la que corresponda según la capacidad del 
demandado. 
                                                          
28 Ver foja 66 del expediente. 
29 Código Procesal Civil. “Artículo 478.- Los plazos máximos aplicables a este proceso son: 1. 
Cinco días para interponer tachas u oposiciones a los medios probatorios, contados desde la 
notificación de la resolución que los tienen por ofrecidos. […]”.  




iii. Determinar la fecha del fenecimiento del régimen patrimonial de sociedad 
de gananciales así como la existencia de bienes pasibles de liquidación. 
 
Por otra parte, el Juzgado admitió los medios de prueba ofrecidos por la 
demandante. Asimismo, en virtud del artículo 194 del Código Procesal Civil31, 
admitió como prueba de oficio la declaración de la demandante así como la del 
demandado, disponiendo su actuación en la audiencia de pruebas. 
 
2.8. Escrito presentado por el demandado en abril del 2012 
 
El 10 de abril del 2012, el demandado presentó un escrito32 en el cual alegó 
que la demandante había iniciado los trámites de venta del departamento 
(domicilio conyugal) que habitaban, aprovechando que su estado civil figuraba 
como divorciada en su DNI33. Para demostrar ello, el demandado adjuntó la 
minuta del contrato de compraventa suscrito el 14 de marzo del 2012 entre la 
señora Huayhua y la sociedad conyugal conformada por la señora Rosa 
Virginia del Carmen Huarcaya Ballón y el señor Carlos Alberto Andaluz 
Westreicher34.  
 
El demandado cuestionó este acto, pues consideraba que el departamento era 
un bien propio, cuya adquisición se había efectuado con su dinero antes del 
matrimonio. No obstante, señaló que los documentos de propiedad del 
inmueble estaban a nombre de la señora Huayhua. 
 
2.9. Audiencia de pruebas de abril del 2012 y variación de demanda 
 
                                                          
31 Código Procesal Civil. “Artículo 194.- Cuando los medios probatorios ofrecidos por las partes 
sean insuficientes para formar convicción, el Juez, en decisión motivada e inimpugnable, puede 
ordenar la actuación de los medios probatorios adicionales que considere convenientes. […]”. 
Este era el texto vigente del artículo al momento de la emisión de la Resolución N° 9. Luego fue 
modificado mediante Ley N° 30293, publicada en el diario oficial El Peruano el 28 de diciembre 
del 2014. 
32 Ver fojas 120 a 122 del expediente. 
33 Téngase en cuenta que la demandante había estado casada anteriormente. Luego se 
divorció y este estado civil se registró en su DNI. Pero, al contraer matrimonio con el 
demandado, no se actualizó ese dato. Ver foja 2 del expediente. 
34 Ver fojas 113 a 118 del expediente. En la minuta del contrato, se aprecia que los inmuebles 
objeto de venta fueron el departamento N°102, edificio 4, ubicado en la Av. La República N° 
271, así como el estacionamiento N° 136, situado en la Av. La República 245; ambos en 
Santiago de Surco, Lima. 
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Con fecha 19 de abril del 2012, el Vigésimo Juzgado Especializado de Familia 
dio inicio a la audiencia de pruebas35. Sin embargo, este acto no se llegó a 
completar, debido a que la demandante y el demandado decidieron variar la 
demanda de divorcio por causal a una de separación convencional y divorcio 
ulterior36.  
 
Sobre la propuesta de convenio, indicaron que ambas partes se exoneraban de 
percibir pensión alimenticia, y que no habían adquirido bienes dentro del 
matrimonio que sean pasibles de liquidación. En vista de ello, el Juzgado 
resolvió admitir la variación de la demanda37. 
 
Acto seguido, el Juzgado emitió la Resolución N° 12 mediante la cual declaró 
saneado el proceso, y fijó como punto controvertido establecer si procede 
declarar la separación legal entre ambos cónyuges así como la disolución del 
vínculo matrimonial eventualmente. 
 
2.10. Revocación de separación convencional  
 
Mediante escrito del 15 de mayo del 201238, el demandado comunicó al 
Vigésimo Juzgado de Familia la revocación de su decisión de separarse 
convencionalmente de la demandante, en virtud del artículo 578 del Código 
Procesal Civil39. En consecuencia, solicitó archivar el expediente. 
 
A través de la Resolución N° 14 emitida el 21 de mayo del 201240, el Juzgado 
tuvo por revocada la decisión del señor Chimpen; sin embargo, ordenó 
continuar con el trámite de la pretensión inicial de divorcio por causal. Esta 
                                                          
35 Ver fojas 131 y 132 del expediente. 
36 Esta variación se sustenta en los siguientes artículos:  
Código Civil. “Artículo 357.- El demandante puede, en cualquier estado de la causa, variar su 
demanda de divorcio convirtiéndola en una de separación”.  
Código Procesal Civil. “Artículo 482.- En cualquier estado del proceso antes de la sentencia, el 
demandante o el reconviniente, pueden modificar su pretensión de divorcio a una de 
separación de cuerpos”. 
37 Al tratarse de una demanda de separación convencional y divorcio ulterior, son aplicables las 
disposiciones procedimentales de la vía sumarísima. 
38 Ver foja 145 del expediente. 
39 Código Procesal Civil. “Artículo 578.- Dentro de los treinta días naturales posteriores a la 
audiencia, cualquiera de los cónyuges puede revocar su decisión, en cuyo caso se archiva el 
expediente. No se admite revocación parcial ni condicionada”. 
40 Ver foja 146 del expediente. 
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decisión del Juzgado se basó en la aplicación del artículo II del Título 
Preliminar del Código Civil41. 
 
Por último, el Juzgado fijó la fecha y hora para la audiencia de pruebas en el 
marco del proceso de divorcio. 
 
2.11. Audiencia de pruebas de julio del 2012 
 
Con fecha 19 de julio del 2012, el Vigésimo Juzgado de Familia realizó la 
audiencia de pruebas42 donde se actuaron los medios probatorios dispuestos 
de oficio en la Resolución N° 9.  
 
En primer lugar, el Juzgado tomó la declaración de la parte demandada, cuyas 
principales afirmaciones consistieron en lo siguiente: 
 
 Antes del matrimonio, ambos cónyuges acordaron seguir un tratamiento 
médico para procrear un hijo; sin embargo, la demandante no cumplió con 
ello. 
 
 Los problemas entre ambos cónyuges empezaron una semana después de 
casarse. Cuando la demandante se encontraba en el departamento, no 
cumplía con atender al demandado. Frente a cualquier reclamo que éste le 
hacía, ella no contestaba. 
 
 Dentro del matrimonio ambos cónyuges adquirieron tres bienes muebles 
para la casa. Asimismo, el demandado indicó que el departamento 
(domicilio conyugal) constituye un bien propio que fue adquirido con su 
dinero antes del matrimonio. 
 
 El departamento fue vendido por la demandante, y el precio obtenido se 
repartió entre ambos cónyuges (70% para el demandado y 30% para la 
demandante). 
 
                                                          
41 Código Civil. Título Preliminar. “Artículo II.- La ley no ampara el ejercicio ni la omisión 
abusivos de un derecho. Al demandar indemnización u otra pretensión, el interesado puede 
solicitar las medidas cautelares apropiadas para evitar o suprimir provisionalmente el abuso”. 
42 Ver fojas 155 a 158 del expediente. 
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En segundo lugar, el Juzgado tomó la declaración de la parte demandante, 
cuyas principales afirmaciones versaron sobre lo siguiente: 
 
 Los problemas entre ambos cónyuges comenzaron en junio del 2010. La 
demandante señaló que el demandado venía constantemente embriagado 
al departamento y maltrataba psicológicamente a su hija. También sostuvo 
que, si bien ella quería tener un hijo, el demandado no compartía este 
deseo. 
 
 Ambos cónyuges habitaron el mismo departamento (domicilio conyugal) 
hasta mayo del 2012; sin embargo, tenían dormitorios separados. 
 
 El departamento fue adquirido por la demandante el 9 de diciembre del 
2009, antes de contraer matrimonio con el demandado. Asimismo, la 
empresa que ambos crearon dejó funcionar. 
 
2.12. Escrito presentado por la demandante en julio del 2012 
 
A través del escrito presentado el 17 de julio del 201243, la demandante puso 
en conocimiento del Vigésimo Juzgado de Familia una serie de hechos que 
acaecieron luego de la interposición de la demanda. Cabe mencionar que la 
demandante también presentó nuevos medios de prueba44. 
 
A continuación, se presentan las principales alegaciones que efectuó la señora 
Huayhua en torno a tales hechos45: 
 
 El 26 de junio del 2011, la demandante denunció haber sido víctima de 
agresión física y psicológica (violencia familiar) por parte del demandado. 
Según la constancia de la denuncia registrada por la Comisaría de 
Monterrico de la Policía Nacional del Perú (PNP), el señor Chimpen 
irrumpió de manera prepotente en la habitación de la señora Huayhua, la 
empujó sobre su cama y le indicó que si él quería desde ese día dormiría 
con ella.  
                                                          
43 Ver fojas 194 a 203 del expediente. 
44 La demandante adjuntó un total de veintidós (22) medios de prueba de tipo documental. Ver 
fojas 160 a 190. 
45 Debo precisar que he tomado en cuenta parte de esos nuevos hechos y documentos en vista 




De acuerdo a la denuncia policial, este evento ocurrió en el departamento 
que ambos habitaban, ubicado en la Av. La República 271 en Santiago de 
Surco. Cabe agregar que, si bien la demandante y el demandado vivían en 
el mismo lugar, no obstante dormían en habitaciones separadas. 
 
 En la misma fecha de la denuncia por violencia familiar, la demandante 
encontró un envoltorio de papel cuadriculado que contenía una sustancia 
blanquecina y polvorienta, que al parecer se trataba de clorhidrato de 
cocaína. Esta sustancia fue hallada en el departamento en uno de los 
bolsillos de la casaca del demandado, tal como quedó asentado en la 
constancia policial emitida por la Comisaría PNP de Monterrico. 
 
La señora Huayhua manifestó que dicho envoltorio pertenecía al señor 
Chimpen; sin embargo, éste negó dicha afirmación y señaló que no 
consumía drogas. 
 
 Con fecha 24 de enero del 2012, la Decimosegunda Fiscalía Provincial de 
Familia de Lima otorgó medida de protección a favor de la demandante, e 
interpuso una demanda sobre violencia familiar en la modalidad de maltrato 
físico contra el demandado46. Esta decisión se produjo a raíz de la denuncia 
realizada por la señora Huayhua el 26 de junio del 2011. 
 
 El 2 de mayo del 2012, el demandado denunció a la demandante por 
abandono de hogar, tal como figura en la constancia de la denuncia policial 
emitida por la Comisaría PNP de Monterrico. Según la demandante, esta 
denuncia carecía de fundamento, puesto que ambos cónyuges decidieron 
separarse e irse a vivir a domicilios diferentes luego de la venta del 
departamento que habitaban. 
 
Al respecto, la señora Huayhua adjuntó el permiso de mudanza tramitado el 
2 de mayo del 2012 ante la misma comisaría. En este documento dejó 
                                                          
46 Al momento en que la Fiscalía otorgó la medida de protección e interpuso la demanda sobre 
violencia familiar, se encontraba vigente la Ley N° 26260, “Ley de protección frente a la 
violencia familiar”, publicada el 24 de diciembre de 1993 en el diario oficial El Peruano. 
Asimismo, estaba vigente el Texto Único Ordenado de la citada ley, aprobado mediante 
Decreto Supremo N° 006-97-JUS. Posteriormente, la Ley N° 26260 fue derogada por la Ley N° 
30364, “Ley para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los 
integrantes del grupo familiar”, publicada el 23 de noviembre del 2015. 
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constancia de su nuevo domicilio ubicado en el distrito de Lince. Cabe 
agregar que el señor Chimpen trató de impedir la mudanza, hecho que fue 
registrado por los efectivos de la Comisaría PNP de Monterrico.     
 
 La demandante negó que haya querido despojar al demandado de un bien 
propio, en concreto, el departamento situado en la Av. La República 271 en 
Santiago de Surco. La señora Huayhua alegó que el señor Chimpen sí tuvo 
conocimiento de la venta del mencionado inmueble; además, en virtud de 
dicha transacción, él recibió una parte del precio.  
 
Para sustentar estas afirmaciones, la demandante presentó una escritura 
pública de fecha 9 de mayo del 2012, que contiene el contrato de 
compraventa del departamento que celebró la señora Huayhua (en calidad 
de vendedora) y la sociedad conyugal comprendida por la señora Rosa 
Virginia del Carmen Huarcaya Ballón y el señor Carlos Alberto Andaluz 
Westreicher (en calidad de compradores).  
 
En dicho documento notarial se dejó constancia de la intervención del 
demandado, mas no como parte vendedora47. Asimismo, el notario dio fe de 
la entrega que hicieron los compradores a la señora Huayhua de tres 
cheques de gerencia. Uno de estos títulos valores fue girado a la orden del 
señor Chimpen por la suma equivalente a US$ 141,654 dólares 
americanos. 
 
 A través de la Resolución N° 5 de fecha 18 de junio del 2012, el Duodécimo 
(12°) Juzgado de Familia de Lima tuvo por apersonada a la señora 
Huayhua en el proceso sobre violencia familiar, seguido en contra del señor 
Chimpen. La tramitación de este proceso se realizó mediante el expediente 
N° 1358-2012-FT. 
 
 En junio del 2012 el demandado denunció a la demandante ante la 53° 
Fiscalía Provincial Penal de Lima por la supuesta comisión de delitos contra 
la fe pública, a saber, falsificación de documentos y otros. En vista de ello, 
                                                          
47 En la escritura pública el notario identificó como comparecientes a la señora Huayhua, al 
señor Chimpen, a la señora Huarcaya y al señor Andaluz. También señaló que los 
comparecientes le entregaron una minuta firmada y autorizada, en cuyo contenido el señor 
Chimpen no figuraba como vendedor del departamento. 
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mediante citación N° 877 del 2 de julio del 2012, la Dirección de 
Investigación Criminal y Apoyo a la Justicia  (DIRINCRI) de la PNP requirió 
a la señora Huayhua acercarse a sus instalaciones para que rinda su 
manifestación en el marco de las indagaciones dispuestas por la Fiscalía.  
 
 La demandante presentó la declaración jurada de fecha 13 de julio del 
2012, perteneciente a la señora Martha Esther Sacramento Ortiz, quien 
laboró como trabajadora del hogar de la señora Huayhua y el señor 
Chimpen durante los meses de setiembre a octubre del 2010, noviembre a 
diciembre del 2011 y febrero del 2012. Según su declaración, la señora 
Sacramento fue testigo de que el señor Chimpen trajo tasadores al 
departamento y recibió personalmente a posibles compradores. 
 
A efectos de apreciar mejor la sucesión de los hechos anteriores, se presenta 
la siguiente línea de tiempo: 
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2.13. Escritos presentados por el demandado en agosto y octubre del 
2012 
 
Mediante escrito del 1 de agosto del 201248, el demandado solicitó al Vigésimo 
Juzgado de Familia tener en cuenta lo siguiente:  
 
 El demandado se encontraba conforme con el pedido de divorcio, pero no 
por la causal invocada en la demanda49. 
 
 Respecto del departamento ubicado en la Av. La República 271 en 
Santiago de Surco, el demandado reiteró que se trataba de un bien propio 
adquirido antes del matrimonio. Sostuvo que, si bien los documentos sobre 
dicha transacción estaban a nombre de la demandante, ello se realizó así 
con la finalidad de acceder a un préstamo. 
 
 El demandado alegó que sí cumplió con asistir a la demandante tanto 
económica como personalmente, luego de que ella se accidentó y lesionó 
uno de sus brazos50. 
 
Posteriormente, el 17 de octubre del 2012 el señor Chimpen presentó otro 
escrito51 a fin de exponer y aclarar diversos puntos vinculados a los del escrito 
anterior. Algunas de sus alegaciones consistieron en lo siguiente: 
 
 El demandado rechazó la denuncia por violencia familiar que la 
demandante formuló en su contra. Cuestionó que la señora Huayhua no 
haya acudido a la evaluación psicológica, la cual tenía como objetivo 
determinar la existencia de maltrato psicológico. 
                                                          
48 Ver fojas 223 a 226 del expediente. Hay que señalar que el demandado adjuntó nuevos 
medios de prueba de tipo documental, que obran a fojas 206 a 220.  
49 Esta afirmación del demandado no se condice con su declaración de la audiencia de pruebas 
del 19 de julio del 2012. Sobre su conformidad con el divorcio por la causal demandada, su 
respuesta quedó registrada de la siguiente forma: “dijo que si se encuentra conforme con 
divorciarse, pero por la causal invocada en la demanda como lo señala” (foja 156). 
50 Esta alegación del demandado difiere de lo señalado en el fundamento sétimo de su 
contestación (foja 64): “Como es posible que la demandante, señale que no me interesa como 
esposa ni mucho menos como ser humano, por el simple hecho de no haberle dado ningún tipo 
de atención cuando estuvo accidentada, dicha apreciación, es totalmente subjetiva, carente de 
todo sustento y principalmente causa agravio y perjuicio al demandado, en su calidad de 
esposo” (las cursivas son mías). 
51 Ver fojas 256 a 264 del expediente. Cabe agregar que el demandado adjuntó diversos 
medios de prueba de tipo documental (fojas 235 a 254). Algunos de estos documentos eran 




 Nuevamente el demandado sostuvo que el departamento, ubicado en 
Santiago de Surco, era de su propiedad, y que la demandante intentó 
venderlo empleando información incorrecta. Según el señor Chimpen, su 
cónyuge consignó en la minuta de compraventa del citado inmueble que era 
divorciada y que se trataba de un bien propio. 
 
2.14. Escrito de la demandante de diciembre del 2012 
 
Con fecha 4 de diciembre del 2012, la demandante presentó un escrito52 con la 
finalidad de esclarecer varios puntos que señaló el demandado en sus escritos 
de agosto y octubre del mismo año. Entre las alegaciones que efectuó la 
señora Huayhua, se destaca lo siguiente: 
 
 La demandante decidió divorciarse a causa del total descuido del 
demandado hacia ella. La falta de interés por parte del señor Chimpen 
quedó evidenciado durante el periodo en que la señora Huayhua se 
accidentó y lesionó uno de sus brazos.  
 
 La demandante sostuvo que nunca incurrió en un supuesto de abandono 
del hogar conyugal. Reiteró que desde el 2 de mayo del 2012 ya vivían 
separados en domicilios diferentes. 
 
 Sobre el departamento ubicado en Santiago de Surco, la demandante 
volvió a recalcar que lo adquirió a título personal a través de un préstamo 
hipotecario que asumió ella misma. En cuanto a la venta de este inmueble, 
la señora Huayhua precisó que el demandado tuvo conocimiento y participó 
en dicha transacción; es más, el señor Chimpen recibió una parte del 
precio. Por consiguiente, el demandado nunca fue estafado por ella. 
 
 Con fecha 24 de setiembre del 2012, la Quincuagésima Tercera (53°) 
Fiscalía Provincial Penal de Lima dispuso no formalizar denuncia penal 
contra la señora Huayhua en agravio del señor Chimpen, por la supuesta 
comisión de los siguientes delitos regulados en el Código Penal53: 
                                                          
52 Ver fojas  273 a  283 del expediente. 
53 Código Penal aprobado mediante Decreto Legislativo N° 635, publicado en el diario oficial El 




- Delito contra la función jurisdiccional - Falsa declaración en 
procedimiento administrativo (artículo 411). 
- Delito contra la fe pública - Falsificación de documentos y falsedad 
ideológica (artículos 427 y 428).  
- Delito contra el patrimonio - Defraudación (estelionato) (artículo 197, 
inc. 4). 
- Delito contra la familia - Supresión o alteración de estado civil (artículo 
143). 
 
Asimismo, la Quincuagésima Tercera Fiscalía Provincial Penal de Lima 
ordenó el archivo definitivo de los actuados.  
  
2.15. Escrito presentado por el demandado en enero del 2013 
 
El 22 de enero del 201354 el demandado ingresó un último escrito, del cual 
cabe resaltar los siguientes alegatos: 
 
 El demandado sostuvo que la demandante fue la que autorizó el ingreso de 
empresas inmobiliarias al departamento ubicado en la Av. La República 271 
en Santiago de Surco. Para acreditar ello, el señor Chimpen presentó los 
siguientes documentos: i) “Autorización de venta”, suscrita el 1 de 
noviembre del 2011 entre la señora Huayhua y la empresa Mobiliza 
Inmobiliaria Perú S.A.C.; y ii) “Acuerdo de comisión”, suscrito el 8 de febrero 
del 2012 entre la señora Huayhua y la empresa MPERÚ S.A.C55.  
 
 Según el demandado, éste mantuvo una buena relación de convivencia y 
atención hacia la demandante hasta el 17 de marzo del 2012. 
 
 El demandado señaló que el 16 de abril del 2012 la demandante se retiró 
de la habitación matrimonial, ubicada dentro del departamento. Ese mismo 
día la señora Huayhua junto con su padre e hija acomodaron el cuarto de 
                                                          
54 Ver fojas 320 a 328 del expediente. Para este escrito, el demandado adjuntó una serie de 
medios de prueba, de tipo documental, que obran a fojas 290 a 317. Alguno de estos 
documentos eran nuevos, mientras que otros ya se habían presentado con anterioridad. 
55 Téngase en cuenta que el alegato referido al ingreso de tasadores y posibles compradores al 
departamento fue expuesto en el escrito de la demanda (fundamento 7), cuya fecha de 
interposición fue el 30 de diciembre del 2010. 
 
23 
trabajo para que sea usado como dormitorio, sin el consentimiento del 
demandado. En vista de estos hechos, el señor Chimpen acudió a la 
Comisaría PNP de Monterrico para dejar constancia de lo ocurrido. 
 
2.16. Sentencia de primera instancia emitida por el Vigésimo Juzgado de 
Familia 
 
Con fecha 30 de enero del 2013, el Vigésimo Juzgado Especializado de Familia 
emitió sentencia a través de la Resolución N° 2256 en la cual declaró fundada la 
demanda de divorcio que interpuso la señora Huayhua, por la causal de 
imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso 
judicial. En consecuencia, el Juzgado declaró disuelto el vínculo matrimonial 
entre la señora Huayhua y el señor Chimpen. 
 
De acuerdo a la parte considerativa de la sentencia57, se aprecia que el 
Juzgado fundamentó su decisión sobre la base de lo siguiente:  
 
i. Respecto de la causal de imposibilidad de hacer vida en común, el Juzgado 
adoptó como criterio interpretativo que dicho supuesto “[…] importa un 
grado de desavenencia entre los cónyuges que no existe esperanza alguna 
de reconstrucción del hogar, resultando imposible al cónyuge ofendido el 
mantenimiento de la convivencia y su imputabilidad al otro cónyuge quien 
con total libertad y discernimiento frustra el fin del matrimonio” (fundamento 
sétimo).  
 
Cabe señalar que el Juzgado no explicitó los fundamentos que lo llevaron a 
considerar que los hechos del caso se encausaban dentro de la 
interpretación (sentido) adoptada sobre dicha causal58. 
 
                                                          
56 Ver fojas 330 a 332 del expediente. 
57 De una lectura detallada de la sentencia, se advierte que la parte considerativa, que 
comprende los fundamentos así como el razonamiento judicial, es exigua. En cuanto a la parte 
expositiva, se aprecia una mención sucinta de los hechos alegados por las partes. 
58 Téngase en cuenta que las resoluciones judiciales con contenido decisorio, como las 
sentencias, requieren motivación. Así lo exige el tercer párrafo del artículo 121 del Código 
Procesal Civil: “[…] Mediante la sentencia el Juez pone fin a la instancia o al proceso en 
definitiva, pronunciándose en decisión expresa, precisa y motivada sobre la cuestión 




ii. El Juzgado señaló que tuvo presente cada uno de los medios probatorios 
indicados en autos, las declaraciones de las partes y las demás pruebas 
actuadas. Además, hizo referencia a la aplicación de los artículos 318, 
inciso 3, y 319 así como los artículos 333, inciso 11, y 348 del Código Civil, 
conjuntamente con los artículos 188, 196 y 197 del Código Procesal Civil. 
 
En relación al tema probatorio, en la sentencia el Juzgado no precisó cuáles 
fueron los medios de prueba que le permitieron concluir que la causal había 
quedado acreditada59. Tan solo realizó una mención a los artículos del 
Código Procesal Civil. 
 
SEGUNDA FASE DEL PROCESO 
 
2.17. Recurso de apelación presentado por el demandado  
 
Mediante escrito del 15 de marzo del 201360, el demandado interpuso un 
recurso de apelación contra la sentencia de primera instancia, contenida en la 
Resolución N° 22. Como pedido recursal, el señor Chimpen solicitó la 
revocación de dicha sentencia y, como causa de pedir recursal, alegó los 
siguientes argumentos: 
 
 La señora Huayhua planteó una demanda por violencia familiar, la cual 
resultó ser falsa, ya que desde el 18 de junio del 2012 hasta la fecha no se 
realizó ninguna diligencia. Tampoco se emitió sentencia. 
 
 El único objetivo de la demandante fue enriquecerse de manera indebida a 
costa del demandado. Esto lo planeó con premeditación, alevosía y ventaja 
antes del matrimonio. 
 
 El Vigésimo Juzgado de Familia no tomó en cuenta las pruebas 
relacionadas a la asistencia que el demandado brindó a la demandante. 
                                                          
59 Cabe recordar que la actividad probatoria que desempeña el juez dentro de un proceso debe 
cumplir con ciertas exigencias, las cuales están reguladas en el Código Procesal Civil. Así, 
respecto de la valoración de la prueba, el artículo 197 establece que: “Todos los medios 
probatorios son valorados por el Juez en forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. 
Sin embargo, en la resolución sólo serán expresadas las valoraciones esenciales y 
determinantes que sustentan su decisión”. 
60 Ver fojas 373 y 374 del expediente. 
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Asimismo, el Juzgado no consideró que el demandado trató de llevarse 
bien en todo momento con la hija adolescente de la demandante.  
 
Con fecha 2 de abril del 2013, el Vigésimo Juzgado de Familia emitió la 
Resolución N° 2461 a través de la cual concedió el recurso de apelación con 
efecto suspensivo. Posteriormente, se elevó el expediente a la Segunda Sala 
Especializada en Familia de la Corte Superior de Justicia de Lima. 
 
2.18. Absolución del escrito de apelación por la demandante 
 
Por medio del escrito de fecha 14 de agosto del 201362, la demandante cumplió 
con absolver el traslado del escrito de apelación. A continuación, se exponen 
los principales argumentos que la señora Huayhua formuló en su absolución:  
 
 El matrimonio no se pudo desenvolver con normalidad a causa de la notoria 
incompatibilidad de caracteres entre ambos cónyuges, derivada del mal 
comportamiento del demandado. Esto impidió el cumplimiento de los 
deberes de cohabitación, asistencia mutua y vida en común en el domicilio 
conyugal. 
 
 La demandante solicitó la disolución del vínculo matrimonial a fin de 
proteger su bienestar y salud emocional. La relación se había deteriorado 
hace tiempo y ya no existía una base afectiva real entre ambos cónyuges. 
Como muestra de ello, decidieron vivir separados y en forma independiente. 
 
 La demandante fue quien adquirió de manera directa el departamento 
ubicado en Santiago de Surco y realizó las gestiones para su financiación, 
lo cual ocurrió antes de contraer matrimonio con el demandado. Cabe 
anotar que éste solo le otorgó un préstamo para cubrir la cuota inicial.  
 
 El demandado tuvo conocimiento de la venta del departamento; es más, el 
señor Chimpen acompañó a la demandante a la notaria para la firma de la 
escritura pública respectiva. Además, el demandado recibió una parte del 
precio de venta del inmueble.  
 
                                                          
61 Ver foja 375 del expediente. 
62 Ver fojas 391 a 399 del expediente. 
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 El Vigésimo Juzgado Especializado de Familia realizó una valoración 
conjunta de las denuncias policiales, declaraciones de parte y demás 
medios probatorios. A partir de ello, el Juzgado comprobó que era imposible 
mantener la relación matrimonial y, por tanto, declaró fundada la demanda.  
  
Posteriormente, a través del escrito de fecha 29 de noviembre del 2013, la 
señora Huayhua adjuntó la Evaluación Psicológica del demandado, contenida 
en el Protocolo de Pericia Psicológica N° 037342-2013-PSC, cuyas 
conclusiones refieren que posee una personalidad con rasgos narcisistas. Esta 
evaluación fue solicitada por el Duodécimo Juzgado de Familia de Lima en el 
marco del proceso sobre violencia familiar seguido en contra del señor 
Chimpen (Expediente N° 1358-2012-FT)63.  
 
2.19. Sentencia de vista emitida por la Segunda Sala de Familia 
 
Mediante la Resolución N° 11 (“sentencia de vista”)64 de fecha 3 de enero del 
2014, la Segunda Sala Especializada en Familia estimó el recurso de apelación 
que presentó el demandado. En consecuencia, revocó la sentencia de primera 
instancia (Resolución N° 22), emitida el 30 de enero del 2013, declarándola 
infundada. 
 
La Segunda Sala adoptó esta decisión en vista de las siguientes 
consideraciones: 
 
i. Respecto de la causal de imposibilidad de hacer vida en común, 
contemplada en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, la Segunda 
Sala de Familia consideró que se trata de una modalidad de divorcio-
sanción y, por tanto, el único legitimado para invocarla es el cónyuge 
inocente. Para llegar a esta conclusión, hizo referencia a que la exposición 
                                                          
63 Ver fojas 456 a 464 del expediente. 
64 Ver fojas 469 a 473 del expediente. 
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de motivos de la Ley N° 2749565 no estableció de forma expresa la no 
aplicación del artículo 335 del Código Civil66 a la causal citada. 
 
Asimismo, la Sala sostuvo que esta causal posee un carácter subsidiario o 
residual, es decir, se aplicará cuando los hechos de un caso no se 
subsuman dentro las causales específicas que regula el Código Civil. 
 
ii. Según el criterio de la Segunda Sala, la causal de imposibilidad de hacer 
vida en común, debidamente probada en proceso judicial, resulta aplicable 
ante supuestos de matrimonios resquebrajados que “[…] traslucen la 
existencia de un grave estado de quiebre en las relaciones matrimoniales 
que hace imposible toda convivencia estable, armoniosa y duradera” 
(fundamento quinto)67. 
 
iii. La Segunda Sala de Familia concluyó que no obran medios probatorios que 
acrediten con un nivel de certeza la configuración de la causal de 
imposibilidad de hacer vida en común por culpa del demandado. Si bien de 
las declaraciones de parte puede inferirse que ocurrieron ciertas 
desavenencias entre ambos cónyuges; no obstante, ello no refleja la 
existencia de un grave estado de quiebre de la relación matrimonial que 
amerite su disolución.  
 
Aunado a ello, la Sala tuvo en cuenta la breve duración del matrimonio (de 
marzo a diciembre del 2010), y resaltó que la Constitución Política del Perú 
promueve y reconoce al matrimonio como una institución fundamental y 
natural de la sociedad y el Estado (artículo 4)68. 
                                                          
65 La Ley N° 27495 fue publicada en el diario oficial El Peruano el 7 de julio del 2001, mediante 
la cual se dispuso la incorporación y modificación de diversos artículos del Código Civil y el 
Código Procesal Civil. A saber, se incluyeron las causales de imposibilidad de hacer vida en 
común, debidamente probada en proceso judicial, y la de separación de hecho al artículo 333 
del Código Civil.  
66 Código Civil. “Artículo 335.- Ninguno de los cónyuges puede fundar la demanda en hecho 
propio”. 
67 Sobre este criterio interpretativo, se aprecia que la Segunda Sala no fundamentó por qué esa 
causal exige un nivel grave de quiebre en la relación matrimonial. Tampoco explicó cuáles 
serían los hechos que, de ocurrir en la realidad, acreditarían ese nivel de gravedad. Cabe 
recordar que, a diferencia de la Sala, el Vigésimo Juzgado de Familia sostuvo que la casual de 
imposibilidad de hacer vida en común supone un grado de desavenencia entre los cónyuges. 
68 Constitución Política del Perú de 1993. “Artículo 4.- La comunidad y el Estado protegen 
especialmente al niño, al adolescente, a la madre y al anciano en situación de abandono. 
También protegen a la familia y promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como 




iv. Por último, la Sala precisó que las denuncias policiales efectuadas con 
posterioridad a la interposición de la demanda no enervaron sus 
consideraciones en el presente caso. 
 
TERCERA FASE DEL PROCESO 
 
2.20. Recurso de casación presentado por la demandante 
 
Mediante escrito de fecha 10 de febrero del 2014, la demandante interpuso un 
recurso de casación69 contra la Resolución N° 11 (“sentencia de vista”). Como 
pedido recursal, solicitó a la Corte Suprema que anule dicha resolución, y 
ordene la emisión de un nuevo pronunciamiento a la Segunda Sala 
Especializada en Familia70. Como causa de pedir recursal, invocó la existencia 
de una infracción normativa procesal, la cual tuvo una incidencia directa sobre 
la decisión comprendida en la sentencia de vista. Asimismo, la demandante 
indicó que dicha infracción produjo una afectación a su derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva71. 
 
A continuación, se exponen los principales fundamentos del recurso de 
casación: 
 
 La demandante argumentó que la Segunda Sala de Familia realizó una 
interpretación errónea de los artículos 333, inciso 11, y 335 del Código Civil. 
Sostuvo que, de forma arbitraria y sin un análisis riguroso de las 
alegaciones en autos, este colegiado concluyó que la demandante había 
fundado su pedido de divorcio en hecho propio. La señora Huayhua 
rechazó esta afirmación, toda vez que formuló la demanda de divorcio en 
calidad de cónyuge agraviada. 
 
                                                          
69 Ver fojas 494 a 498 del expediente. 
70 La indicación del tipo de pedido recursal constituye un requisito de procedencia del recurso 
de casación. Así lo dispone el numeral 4 del artículo 388 del Código Procesal Civil: “Son 
requisitos de procedencia del recurso de casación: indicar si el pedido casatorio es anulatorio o 
revocatorio. […]”. 
71 Código Procesal Civil. “Artículo 386.- El recurso de casación se sustenta en la infracción 
normativa que incida directamente sobre la decisión contenida en la resolución impugnada o en 
el apartamiento inmotivado del precedente judicial”. 
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 En la Resolución N° 11, la Segunda Sala de Familia reconoció la existencia 
de desavenencias entre ambos cónyuges; no obstante, calificó ello como 
un estado no grave del quiebre del estado matrimonial. Para la 
demandante, el razonamiento de la Sala colisiona con la norma contenida 
en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, debido a que la 
imposibilidad de hacer vida en común implica justamente el reconocimiento 
de las discrepancias (o desavenencias) conyugales. Por tanto, el 
argumento empleado por la Sala resulta incongruente con su fallo. 
 
 Según la demandante, la Segunda Sala de Familia no consideró que el 
demandado revocó su decisión de separarse convencionalmente, luego de 
que ambas partes acordaron variar la demanda de divorcio en la audiencia 
de pruebas del 19 de abril del 2012. Para la señora Huayhua, este hecho 
era una prueba de la absoluta desavenencia en la relación matrimonial. 
 
 La demandante sostuvo que el colegiado ignoró la evaluación psicológica 
del demandado, contenida en el protocolo de pericia psicológica de fecha 
17 de octubre del 2013. Este examen fue dispuesto por el Duodécimo (12°) 
Juzgado de Familia de Lima en el marco del proceso sobre violencia 
familiar seguido en contra del señor Chimpen. En dicha evaluación, se 
concluyó que el demandado presentaba una personalidad con rasgos 
narcisistas. 
 
 Para la demandante, la Segunda Sala de Familia debió aplicar al caso el 
artículo III del Título Preliminar del Código Procesal Civil72, ya que: (i) el 
sistema que rige en el Perú corresponde al “divorcio remedio”, y ii) la propia 
Sala reconoció la existencia de desavenencias entre ambos cónyuges. 
 
Con fecha 6 de junio del 2014, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema de 
Justicia de la República declaró procedente el recurso de casación interpuesto 
por la señora Huayhua, respecto de las siguientes causales:  
 
                                                          
72 Código Procesal Civil. “Artículo III.- El juez deberá atender a que la finalidad concreta del 
proceso es resolver un conflicto de intereses o eliminar una incertidumbre, ambas con 
relevancia jurídica, haciendo efectivos los derechos sustanciales, y que su finalidad abstracta 
es lograr la paz social en justicia. […]”. 
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- Infracción normativa de derecho procesal del artículo III del Título 
Preliminar del Código Procesal Civil. 
 
- Infracción normativa de derecho material de los artículos 333, inciso 11, y 
335 del Código Civil. 
 
2.21. Resolución expedida por la Sala Civil Transitoria de la Corte 
Suprema (Casación N° 745-2014-Lima) 
 
Con fecha 20 de marzo del 2015, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 
declaró fundado el recurso de casación interpuesto por la señora Huayhua y, 
por consiguiente, anuló la sentencia de vista (Resolución N° 11). Asimismo, 
ordenó el reenvío de los autos a la Segunda Sala Especializada en Familia 
para que expida un nuevo pronunciamiento, teniendo en consideración lo 
expresado en la resolución casatoria73. 
 
A fin de sustentar su decisión, la Sala Civil Transitoria de la Corte Suprema 
consideró lo siguiente: 
 
 El Código Civil peruano contempla un sistema de disolución del vínculo 
matrimonial mixto y complejo, puesto que regula tanto causales 
inculpatorias como no inculpatorias. A partir de ello, se configura el divorcio 
sanción y el divorcio remedio. 
 
 El divorcio por causal de imposibilidad de hacer vida en común, 
debidamente probada en proceso judicial, contenida en el inciso 11 del 
artículo 333 del Código Civil, representa “el desquiciamiento del matrimonio 
y la inexistencia de correspondencia, compenetración y de asociación libre, 
voluntaria y armónica entre los cónyuges; además, está referida a aquellas 
circunstancias que debidamente advertidas y merituadas por el juez, 
determinen la imposibilidad de continuar con la relación marital. Cabe 
mencionar algunos casos en los que se incurre en la citada causal: a) 
abuso de uno de los cónyuges contra el otro, b) acciones judiciales, y c) 
incumplimiento de deberes derivados del matrimonio, entre otros” 
(fundamento 5. 2). 
                                                          




 Por un lado, la demandante sostuvo que existe un conflicto con su cónyuge, 
quien no cumple con los deberes de asistencia mutua y cohabitación, ya 
que labora de lunes a sábado todo el día y al regresar a casa se aísla en su 
cuarto de trabajo. La demandante también indicó que su cónyuge 
acostumbre beber licor y emplea un lenguaje inapropiado, a lo cual se suma 
el hecho de que incumplió su promesa de hacerse amigo de su menor hija y 
llevarla al colegio. Asimismo, la señora Huayhua refirió que cuando se 
fracturó un brazo no recibió atención alguna por parte del demandado, 
quien pretendió vender el inmueble donde habitaban. 
 
Por otro lado, el demandado alegó en su contestación de la demanda que 
los problemas entre ambos cónyuges iniciaron a la semana de haber 
contraído matrimonio. Aceptó que trabaja todo el día y bebe licor de forma 
ocasional, y que el hecho de no haber atendido a su cónyuge no implica un 
desinterés hacia ella. 
 
 Conforme al acta de audiencia de pruebas del 19 de julio del 2012, el 
demandado declaró que durante el matrimonio acaecieron circunstancias 
que imposibilitan hacer vida en común con su cónyuge, en vista de que la 
demandante no cumplió con el acuerdo de seguir un tratamiento médico 
para procrear. El demandado sostuvo también que su cónyuge no lo 
atendía cuando se encontraba en casa y que, cuando éste le reclamaba 
algo, ella optaba por no responder. Por último, el señor Chimpen precisó 
que está de acuerdo con el divorcio. 
  
 En la misma audiencia de pruebas, la demandante declaró que la 
imposibilidad de hacer vida en común inició cuando sus cuñados le pidieron 
que entregue un monto de dinero para su suegra. Además, la señora 
Huayhua manifestó que el demandado llegaba en estado de ebriedad al 
departamento con frecuencia, no deseaba tener un hijo con ella y 
maltrataba psicológicamente a su menor hija. 
 
 Con fecha 24 de enero del 2012, la Decimosegunda Fiscalía Provincial de 
Familia de Lima otorgó medida de protección a favor de la demandante y 
formuló demanda de violencia familiar en la modalidad de maltrato físico en 
contra del demandado. También existe otro proceso sobre violencia familiar 
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seguido en contra del señor Chimpen en agravio de su madre. Aunado a 
ello, la demandante denunció a su cónyuge por consumo de cocaína y el 
demandado intentó impedir de forma violenta la mudanza de su cónyuge 
del departamento que ambos vendieron. 
 
 A partir de lo actuado en autos, se aprecia la existencia de una serie de 
circunstancias que afectan la relación matrimonial, lo que ha ocasionado 
varios problemas, a saber: 
 
- La falta de respeto, atención y cuidado mutuos entre ambos cónyuges 
durante el matrimonio;  
- El demandado reconoció ser un bebedor ocasional;  
- El demandado no brindó atención a la demandante cuando ésta sufrió 
un accidente; 
- El demandado no cumplió con su promesa de volverse amigo de la 
menor hija de su cónyuge, tampoco la recogió del colegio;  
- El demandado fue denunciado por violencia familiar en agravio de la 
demandante y de su propia madre, también por consumo de cocaína;  
- El demandado actuó de manera violenta al intentar impedir la mudanza 
de su cónyuge del departamento que vendieron juntos; 
- El hecho de no poder procrear hijos debido a la falta de tratamiento; y 
- En la audiencia de pruebas, el demandado señaló que se encuentra 
conforme con el divorcio, aseveración que se confirma con su escrito 
de fecha 1 de agosto del 2012. 
 
 La Segunda Sala Especializada en Familia no realizó un análisis de las 
pruebas y circunstancias señaladas por la demandante, en función al 
cumplimiento de los fines del matrimonio, ni la voluntad del demandado 
sobre su conformidad con el divorcio. Por tanto, corresponde que se emita 
un nuevo pronunciamiento (“sentencia de vista”), en virtud del pedido 
anulatorio de la señora Huayhua y la aplicación del inciso 1 del artículo 396 
del Código Procesal Civil74. 
 
                                                          
74 Código Procesal Civil. “Artículo 396.- […] Si la infracción de la norma procesal produjo la 
afectación del derecho a la tutela jurisdiccional efectiva o del debido proceso del impugnante, la 
Corte casa la resolución impugnada y, además, según corresponda: 1. Ordena a la Sala 
Superior que expida una nueva resolución; […]”. 
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CUARTA FASE DEL PROCESO 
 
2.22. Sentencia de vista expedida por la Segunda Sala de Familia  
 
En cumplimiento de lo dispuesto en la Resolución Casatoria N° 745-2014-Lima, 
la Segunda Sala Especializada en Familia emitió la Resolución N° 16 de fecha 
18 de enero del 201675, en la cual confirmó la sentencia de primera instancia 
(Resolución N° 22) que declaró fundada la demanda de divorcio por la causal 
de imposibilidad de hacer vida en común y disuelto el vínculo matrimonial entre 
la señora Huayhua y el señor Chimpen. 
 
Este nuevo pronunciamiento de la Segunda Sala de Familia tuvo como 
sustento los siguientes fundamentos: 
 
 Los jueces tienen el deber de dirigir el proceso con atención a su finalidad 
concreta, que consiste en resolver un conflicto de intereses o eliminar una 
incertidumbre, ambas con relevancia jurídica, haciendo efectivos los 
derechos sustanciales. Los jueces también deben considerar la finalidad 
abstracta del proceso como es lograr la paz social en justicia. 
 
En esa línea, se debe garantizar a las partes el irrestricto derecho de 
defensa, sin afectar el carácter imperativo de las actuaciones que lo exijan; 
todo ello de acuerdo a los principios de preclusión, inmediación y economía 
procesales contemplados en el artículo V del Título Preliminar del Código 
Procesal Civil76. 
 
 Se considera un principio de orden procesal el derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva que tiene toda persona para el ejercicio y defensa de 
sus derechos e intereses con sujeción a un debido proceso, en virtud del 
                                                          
75 Ver fojas 522 a 526 del expediente. 
76 Código Procesal Civil. Título Preliminar. “Artículo V.- Las audiencias y la actuación de medios 
probatorios se realizan ante el Juez, siendo indelegables bajo sanción de nulidad. Se 
exceptúan las actuaciones procesales por comisión. El proceso se realiza procurando que su 
desarrollo ocurra en el menor número de actos procesales. El juez dirige el proceso tendiendo 
a una reducción de los actos procesales, sin afectar el carácter imperativo de las actuaciones 
que lo requieran. La actividad procesal se realiza diligentemente y dentro de los plazos 
establecidos, debiendo el Juez, a través de los auxiliares bajo su dirección, tomar las medidas 




inciso 3 del artículo 139 de la Constitución Política del Perú77 en 
concordancia con el artículo I del Título Preliminar del Código Procesal 
Civil78. 
 
 La causal de imposibilidad de hacer vida en común, incorporada al Código 
Civil mediante Ley N° 27495, puede definirse como “aquélla falta de 
compenetración y de asociación libre, voluntaria y armónica entre las 
personas. No hay entendimiento, ni una relación fluida; solo una absoluta 
falta de correspondencia. Esto se da en algunos matrimonios en razón que 
los cónyuges no se entienden en nada y convierten su relación marital en 
inllevadera”79.  
 
Esta definición concuerda con lo señalado en el Tercer Pleno Casatorio 
Civil80: “Esta causal se concibe como una suerte de causal residual, en la 
medida que en ella se pueden abarcar conductas no previstas 
expresamente en los demás incisos del artículo 333 del Código Civil, 
aunque algunos autores estiman que básicamente se refiere a la 
incompatibilidad de caracteres entre los cónyuges a un grado que no sea 
posible la convivencia por el estado permanente de conflicto que se crea 
entre ellos, mientras que para otros se trata de una definición abierta, por lo 
que corresponde al órgano jurisdiccional calificar el supuesto sancionado 
por el legislador. Para la configuración de este supuesto, no se requiere que 
las partes, a la fecha de interposición de la demanda, se encuentren 
separadas físicamente, como sí se exige en el caso de la causal de 
separación de hecho, pudiendo continuar la convivencia vigente hasta que 
se decrete la separación definitiva”81. 
                                                          
77 Constitución Política del Perú de 1993. “Artículo 139.- Son principios y derechos de la función 
jurisdiccional: […] 3. La observancia del debido proceso y la tutela jurisdiccional. […]”.  
78 Código Procesal Civil. Título Preliminar. “Artículo I.- Toda persona tiene derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva para el ejercicio o defensa de sus derechos o intereses, con sujeción a un 
debido proceso”. 
79 Las cursivas pertenecen a la Segunda Sala de Familia, conforme a su fundamento 3.3. de la 
Resolución N° 16. 
80 Cabe precisar que este criterio interpretativo fue desarrollado en la Casación N° 4664-2010-
PUNO de fecha 18 de marzo del 2011, expedida en el Tercer Pleno Casatorio Civil realizado 
por las Salas Civiles Permanente y Transitoria de la Corte Suprema de Justicia de la República. 
Esto se puede verificar en el considerando N° 41, apartado 7.6.2. (p. 40), de dicha resolución 
suprema. Sin embargo, de manera errónea, la Segunda Sala de Familia hizo referencia a un 
Tercer Acuerdo Plenario Casatorio y a la Casación N° 104-PUNO del 30 de marzo del 2007, 
emitida por la Sala de Derecho Constitucional y Social de la Corte Suprema. 
81 Las cursivas pertenecen a la Segunda Sala de Familia, conforme a su fundamento 3.3. de la 




 La última parte del inciso 11 del artículo 333 del Código Civil establece que 
la causal de imposibilidad de hacer vida en común debe encontrarse 
debidamente probada en proceso judicial; no obstante, también ha quedado 
establecido que: “No se desprende la exigencia de que el material 
probatorio debe provenir de un proceso anterior; debe entenderse que los 
medios probatorios se pueden hacer valer en el correspondiente proceso 
judicial, así como también provenir de un proceso judicial previo”82. 
 
Asimismo, la norma citada no precisa el tiempo que deba transcurrir para 
que esta causal pueda ser invocada. 
 
 Según lo actuado en autos, se desprende que la demandante alegó que, 
desde el inicio de su matrimonio, éste no pudo desenvolverse con 
normalidad debido a la abierta incompatibilidad de caracteres con su 
cónyuge. A ello se suma las desavenencias entre ambas partes, 
ocasionadas por el excesivo horario de trabajo del demandado, quien 
trabaja de lunes a sábado durante todo el día y al regresar a casa se aísla 
en su escritorio. Esta actividad laboral fue confirmada por el mismo señor 
Chimpen. 
 
La demandante también manifestó que su cónyuge acostumbra beber licor 
en la casa, sobre todo los fines de semana. Al respecto, el demandado 
reconoció que bebe de manera ocasional, pero recalcó que ello no lo 
convierte en una persona alcohólica. La demandante agregó que el 
consumo de alcohol por parte del demandado le genera temor, pues su hija 
adolescente -de un matrimonio anterior- se encuentra expuesta a esa 
situación.  
 
Por otra parte, la demandante sostuvo que su cónyuge le prometió antes de 
casarse que se volvería amigo de su hija, a fin de crear un ambiente 
armónico en el nuevo hogar conyugal. Es más, el demandado propuso a la 
señora Huayhua que llevaría a su hija al colegio; sin embargo, no cumplió 
con su promesa. Este hecho fue reconocido por el señor Chimpen, quien 
                                                          
82 Las cursivas pertenecen a la Segunda Sala de Familia, conforme a su fundamento 3.4. de la 
Resolución N° 16. Hay que señalar que este criterio interpretativo fue desarrollado en la 
Casación N° 2871-2005 de fecha 2 de octubre del 2006, expedida por la Sala Civil Permanente 
de la Corte Suprema de Justicia de la República.  
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alegó que su cónyuge pretendía que actuara como un empleado y no como 
un esposo.  
 
De lo actuado en autos, se aprecia que la demandante sufrió un accidente 
en octubre del 2010, teniendo que ser enyesada en uno de sus brazos para 
luego recibir terapia. A pesar de su estado, el demandado no le brindó 
ningún tipo de atención, hecho que fue admitido y minimizado por el propio 
señor Chimpen. 
 
 Según la manifestación de la demandante, la imposibilidad de hacer vida en 
común se produjo debido a que el demandado llegaba constantemente en 
estado de embriaguez al hogar y maltrataba psicológicamente a su hija. A 
partir de estos hechos se infiere que las desavenencias entre los cónyuges 
fueron manifiestas y permanentes, y acaecieron desde los inicios del 
matrimonio, lo que fue reconocido por ambas partes.  
 
Todos estos hechos constituyen razones suficientes para considerar que se 
ha configurado la causal invocada en la demanda, en vista de que se 
contravinieron las finalidades del matrimonio como son la asistencia mutua 
y la cohabitación; máxime si el demandado declaró estar de acuerdo con 
divorciarse por la causal señalada en la demanda. Además, debe tomarse 
en cuenta las siguientes denuncias:  
 
-  La denuncia de violencia familiar en la modalidad de maltrato físico que 
realizó la señora Huayhua contra el señor Chimpen, a raíz de lo cual la 
Decimosegunda Fiscalía Provincial de Familia de Lima otorgó medida 
de protección a favor de ella. 
 
-  La denuncia por consumo de drogas (cocaína), formulada por la señora 
Huayhua en contra del señor Chimpen ante la Comisaría PNP de 
Monterrico con fecha 26 de junio del 2011. 
 
-  La denuncia de fecha 2 de mayo del 2012 en contra del señor Chimpen 
ante la misma Comisaría, por impedir de forma violenta la mudanza de 
la señora Huayhua del domicilio conyugal. Este comportamiento del 
demandado concuerda con la Pericia Psicológica N° 037342-2013-PSC, 
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en la cual se concluyó que posee una personalidad con rasgos 
narcisistas.  
 
III.   IDENTIFICACIÓN DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS JURÍDICOS 
 
Luego de una revisión detallada del expediente se han identificado dos 
principales problemas jurídicos, los cuales paso a formular: 
 
1. ¿En qué consiste la causal de divorcio de imposibilidad de hacer vida en 
común, debidamente probada en proceso judicial, prevista en el inciso 11 
del artículo 333 del Código Civil? 
 
2. En el presente caso, ¿se configuró la causal de divorcio de imposibilidad de 
hacer vida en común, debidamente probada en proceso judicial, prevista en 
el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, y, en consecuencia, debió 
declararse fundada la demanda interpuesta por la señora Huayhua? 
 
IV. ANÁLISIS DE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS Y POSICIÓN PERSONAL 
 
En esta sección del informe se realizará un análisis de los problemas 
identificados arriba. Para lograr este objetivo se emplearán diversas fuentes del 
derecho como son la legislación, la jurisprudencia y la doctrina. En esa misma 
línea, se utilizarán una serie de criterios de interpretación, debido a que los 
problemas identificados revisten cierto nivel de complejidad. 
 
Asimismo, considero que es importante exponer previamente algunas 
consideraciones de carácter general sobre la institución de la familia y la 
relación matrimonial, que a continuación se presentan. 
 
4.1. Consideraciones preliminares 
 
 El tratamiento de la familia en el derecho  
 
En el Perú, el Derecho de Familia tiene como principales fuentes a textos 
normativos de rango constitucional y legal. Actualmente, la Constitución Política 




La comunidad y el Estado protegen especialmente al niño, al adolescente, a la 
madre y al anciano en situación de abandono. También protegen a la familia y 
promueven el matrimonio. Reconocen a estos últimos como institutos naturales 
y fundamentales de la sociedad. La forma del matrimonio y las causas de 
separación y de disolución son reguladas por la ley. (Las cursivas son mías).  
 
Como se puede apreciar, el ordenamiento jurídico nacional ha establecido un 
deber estatal y un principio constitucional de protección de la familia, 
reconociendo además su rol preponderante en nuestra sociedad. Se ha 
previsto, por un lado, una serie de mandatos que el Estado debe seguir a 
través de las políticas públicas, y, por otro, un conjunto de derechos y deberes 
para los integrantes de la relación familiar. Así, de acuerdo al artículo 6 de la 
Constitución: 
 
La política nacional de población tiene como objetivo difundir y promover la 
paternidad y maternidad responsables. Reconoce el derecho de las familias y 
de las personas a decidir. […]. 
Es deber y derecho de los padres alimentar, educar, y dar seguridad a sus 
hijos. Los hijos tienen el deber de respetar y asistir a sus padres. Todos los 
hijos tienen iguales derechos y deberes […]. 
 
Un aspecto adicional que cabe comentar es la mención expresa del deber 
estatal (y principio) de promoción del matrimonio que aparece en el artículo 4. 
Sobre este punto, hay que precisar que el texto constitucional no establece una 
relación biunívoca entre la familia y el matrimonio (civil). Esto quiere decir que 
la manera de fundar una familia no se agota en el matrimonio. Como prueba de 
ello se tiene el artículo 5 de la Constitución83, de cuya redacción se desprende 
el reconocimiento de otro supuesto de familia pero de origen no matrimonial, 
surgido en la unión de hecho. 
 
Aparte de ello, en la redacción actual del artículo 4, los institutos de la familia y 
el matrimonio se encuentran desvinculados84, ya que han sido ubicados 
                                                          
83 Constitución Política del Perú de 1993. “Artículo 5. La unión estable de un varón y una mujer, 
libres de impedimento matrimonial, que forman un hogar de hecho, da lugar a una comunidad 
de bienes sujeta al régimen de la sociedad de gananciales en cuanto sea aplicable”.  
84 Cfr. PLÁCIDO VILCACHAGUA, Álex Fernando. “El modelo constitucional de familia, la 
orientación sexual de los padres y los derechos del hijo”. Vox Juris. Lima, volumen 25, número 
1, 2013, p. 53. 
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siguiendo un determinado orden; además, están asociados a diferentes 
deberes constitucionales a cargo del Estado.  
 
Bajo estas consideraciones, una lectura concordante entre los principios de 
protección de la familia y de promoción del matrimonio implica, al menos desde 
la propia Constitución, que el Estado debe proteger a la familia que nace tanto 
del matrimonio como de la unión de hecho. Y, si bien el matrimonio resulta ser 
la principal fuente para conformar una familia; no obstante, no es la única85. 
 
Para complementar el bloque normativo sobre el tema familiar, resulta plausible 
mencionar algunos documentos de carácter internacional que han sido 
ratificados por el Perú86 y que forman parte de los sistemas universal e 
interamericano de protección de derechos humanos.  
 
A saber, el artículo 16.3 de la Declaración Universal de Derechos Humanos 
señala que: “La familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y 
tiene derecho a la protección de la sociedad y del Estado”87. Esta misma 
redacción se replica en el artículo 23.1 del Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos. En línea similar, el artículo 10.1 del Pacto Internacional de 
Derechos Económicos, Sociales y Culturales establece que: “Los Estados 
Partes en el presente Pacto reconocen que se debe conceder a la familia, que 
es el elemento natural y fundamental de la sociedad, la más amplia protección 
y asistencia posibles […]”88.  
 
A nivel interamericano, se encuentra la Convención Americana sobre Derechos 
Humanos que también estatuye para los Estados parte un deber de protección 
                                                          
85 Cfr. PLÁCIDO VILCACHAGUA, Álex Fernando. “El modelo constitucional de familia, la 
orientación sexual de los padres y los derechos del hijo”. Vox Juris. Lima, volumen 25, número 
1, 2013, p. 56. 
86 Es importante recordar que las disposiciones contenidas en nuestra Carta Magna (p.e. el 
artículo 4) deben ser interpretadas en consonancia con los tratados y acuerdos internacionales 
sobre derechos humanos, en virtud de la Cuarta Disposición Final y Transitoria de la 
Constitución. 
87 Conjuntamente, el numeral 1 del artículo 16 de la Declaración dispone que: “Los hombres y 
las mujeres, a partir de la edad núbil, tienen derecho, sin restricción alguna por motivos de 
raza, nacionalidad o religión, a casarse y fundar una familia […]”. 
88 Cfr. RAMÍREZ HUAROTO, Beatriz M. L. “Las familias desde los estándares de la 
jurisprudencia interamericana: una mirada comparada de la legislación argentina y peruana”. 




de la familia (artículo 17.189). Asimismo, la Declaración Americana de los 
Derechos y Deberes del Hombre señala, en su artículo VI, que “toda persona 
tiene derecho a constituir familia, elemento fundamental de la sociedad, y a 
recibir protección para ella”. Un contenido semejante se observa en los incisos 
1 y 2 del artículo 15 del Protocolo de San Salvador90. 
 
Como se puede observar, esta regulación básica internacional considera a la 
familia como el elemento natural y fundamental de la sociedad, estableciendo 
conjuntamente el deber de protegerla a cargo de los Estados91. También se 
advierte, en algunos de estos documentos internacionales, el reconocimiento 
del derecho de toda persona a fundar o constituir una familia92, lo cual no se ha 
previsto de manera expresa en la Constitución peruana de 1993. 
 
Aunque este no es el espacio para desarrollar con totalidad la institución de la 
familia, considero necesario compartir las siguientes reflexiones. Si bien los 
anteriores tratados sobre derechos humanos aluden a la familia en singular; no 
obstante, como sostiene Beatriz Ramírez, desde el enfoque de protección 
internacional hoy lo correcto es hacer referencia a las familias, en plural. Esta 
perspectiva implica comprender a la familia como forma primaria de 
organización social y como un espacio de socialización, sin restringir su 
composición a una forma particular93. En consecuencia, resulta admisible 
                                                          
89 Convención Americana sobre Derechos Humanos. “Artículo 17. Protección a la Familia. 1. La 
familia es el elemento natural y fundamental de la sociedad y debe ser protegida por la 
sociedad y el Estado”. Este instrumento internacional reconoce también el derecho a fundar 
una familia en el inciso 2 del mismo artículo: “Se reconoce el derecho del hombre y la mujer a 
contraer matrimonio y a fundar una familia […]”.  
90 Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de 
Derechos Económicos, Sociales y culturales (“Protocolo de San Salvador”). “Artículo 15. 
Derecho a la Constitución y Protección de la Familia. 1. La familia es el elemento natural y 
fundamental de la sociedad y debe ser protegida por el Estado quien deberá velar por el 
mejoramiento de su situación moral y material. 2. Toda persona tiene derecho a constituir 
familia, el que ejercerá de acuerdo con las disposiciones de la correspondiente legislación 
interna”. 
91 Este deber del Estado comporta, a su vez, el derecho de toda persona a la protección de la 
familia. Este último ha sido objeto de pronunciamiento por parte de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos en casos como Gelman vs. Uruguay (sentencia de fondo del 24 de febrero 
del 2011), Niñas Yean y Bosico vs. República Dominicana (sentencia de fondo del 8 de 
setiembre del 2005), y Fornerón e Hija vs. Argentina (sentencia de fondo del 27 de abril del 
2012). 
92 El derecho a fundar una familia ha sido abordado por la Corte Interamericana de Derechos 
Humanos en el caso Artavia Murillo y otros (Fertilización in vitro) vs. Costa Rica (sentencia de 
fondo del 28 de noviembre del 2012). 
93 Cfr. RAMÍREZ HUAROTO, Beatriz M. L. “Las familias desde los estándares de la 
jurisprudencia interamericana: una mirada comparada de la legislación argentina y peruana”. 




concluir que las normas internacionales otorgan una tutela general para todas 
las familias, independientemente de cuál sea su conformación94. 
 
En el caso peruano, esta visión de la familia a partir de la diversidad ha 
encontrado un espacio dentro del debate jurídico. Al respecto, Marisol 
Fernández señala que, “[…] aunque no hemos abandonado el paradigma de 
familia matrimonial heterosexual, sí se ha iniciado una flexibilización que ha 
permitido socavar de algún modo la hegemonía que tenía el modelo 
matrimonial en el discurso jurídico sobre la familia”95. 
 
Una muestra de esta ductilidad en torno al concepto de familia se halla en la 
praxis jurisprudencial del Tribunal Constitucional (TC), específicamente, en la 
sentencia del expediente N° 09332-2006-PA/TC, de fecha 6 de febrero del 
2008 (caso Shols Pérez). Aquí el máximo intérprete de la Constitución inició el 
desarrollo de una acepción amplia sobre la familia y su conformación, tal como 
se aprecia en el fundamento N° 7: 
 
Desde una perspectiva constitucional, debe indicarse que la familia, al ser un 
instituto natural, se encuentra inevitablemente a merced de los nuevos 
contextos sociales. Así, cambios sociales y jurídicos tales como la inclusión 
social y laboral de la mujer, la regulación del divorcio […], entre otros aspectos, 
han significado un cambio en la estructura de la familia tradicional nuclear, 
conformada alrededor de la figura del pater familias. Consecuencia de ello es 
que se hayan generado familias con estructuras distintas a la tradicional, como 
son las surgidas de las uniones de hecho, las monoparentales o las que en 
doctrina se han denominados familias reconstituidas. 
 
Dentro de esta variedad de paradigmas, cabe resaltar a las familias 
reconstituidas o ensambladas96, cuya mención en esta parte del informe resulta 
pertinente, ya que las partes demandante y demandada del caso materia de 
estudio habían conformado, a raíz del matrimonio civil, una familia 
perteneciente a dicha estructura.  
 
                                                          
94 Cfr. Ídem, p. 323. 
95 FERNÁNDEZ REVOREDO, Marisol. Manual de derecho de familia. Constitucionalización y 
diversidad familiar. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 2016, p. 21. 
96 Sobre este tema, véase también la sentencia de fecha 1 de octubre del 2018, en el 
expediente N° 01204-2017-PA/TC (caso Medina Menéndez).  
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En relación a esta fórmula familiar, el TC manifestó en su fundamento N° 8 lo 
siguiente:  
 
En realidad no existe un acuerdo en doctrina sobre el nomen iuris de esta 
organización familiar, utilizándose diversas denominaciones tales como familias 
ensambladas, reconstruidas, reconstituidas, […]. Esta nueva estructura familiar 
surge a consecuencia de un nuevo matrimonio o compromiso. Así, la familia 
ensamblada puede definirse como “la estructura familiar originada en el 
matrimonio o la unión concubinaria de una pareja en la cual uno o ambos de 
sus integrantes tienen hijos provenientes de una relación previa”. 
 
Dicho esto, es importante anotar que, si bien el reconocimiento de la diversidad 
familiar en cuanto a su origen y conformación ha tenido cabida en la 
jurisprudencia constitucional de nuestro país; no obstante, no se ha reflejado de 
forma explícita en el Código Civil de 1984, que constituye una de las fuentes de 
origen legal del Derecho de Familia.  
 
Al efectuar una lectura de los artículos que componen el Libro III del citado 
Código, se observa una mención escueta del término “familia” en el artículo 
23397. Luego una buena parte de los artículos restantes se encarga de regular 
la institución del matrimonio, mientras que un solo artículo, el 326, hace 
referencia a la unión de hecho.  
 
Este orden normativo del Libro III se explica en el hecho de que el Código Civil 
de 1984, como sugiere Enrique Varsi, “parte de una estructura 
matrimonializada de la cual difícilmente se aparta, reconociendo a duras penas 
la unión estable […]. No puede negarse que las normas civiles, en más de un 
80%, fueron pensadas en la familia y en los hijos matrimoniales, dejando 
retazos normativos para las otras formas o derivaciones familiares”98. En 
opinión similar, Marisol Fernández sostiene que la concepción de familia en el 
                                                          
97 Código Civil. “Artículo 233.- La regulación jurídica de la familia tiene por finalidad contribuir a 
su consolidación y fortalecimiento, en armonía con los principios y normas proclamados en la 
Constitución Política del Perú”. 
98 VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique. Tratado de derecho de familia. Tomo I. La nueva teoría 
institucional y jurídica de la familia. Lima: Gaceta Jurídica, 2011, p. 139. 
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Código Civil se materializó en un modelo ideal, de carácter nuclear (padre, 
madre e hijos) con prevalencia del matrimonio99. 
 
Este énfasis en el grupo familiar de origen matrimonial, no obstante, podría 
variar en un futuro. Y es que actualmente se cuenta con el Anteproyecto de 
Reforma del Código Civil de 1984, que fue publicado por el Ministerio de 
Justicia y Derechos Humanos mediante la Resolución Ministerial N° 0046-
2020-JUS100.  
 
En este trabajo preliminar, se plantea la modificación del artículo 233 del 
Código Civil, cuya redacción quedaría en los siguientes términos: “La 
regulación jurídica de la familia y las diversas formas de constituirla tienen por 
finalidad contribuir a su consolidación y fortalecimiento, en armonía con los 
principios y normas proclamados en la Constitución Política del Perú y en los 
Tratados de Derechos Humanos ratificados por el Estado peruano”101 (las 
cursivas son mías). Según la Exposición de Motivos del Anteproyecto, con este 
cambio normativo se pretende reconocer las diversas formas de fundar la 
familia, dentro de las cuales se encuentran la familia ensamblada, la familia 
monoparental y otras102. 
 
De prosperar este anteproyecto en cuanto a la institución familiar, considero 
que se lograría una mayor uniformidad y un mejor diálogo entre nuestro 
ordenamiento jurídico y el derecho internacional, en concreto, los sistemas 
universal y regional de protección de derechos humanos.  
 
 El matrimonio civil 
 
Como se había dicho anteriormente, una forma de constituir una familia -mas 
no la única- es a través del matrimonio, que ha sido regulado en nuestro país 
en el actual Código Civil. Hay que tener en cuenta que este cuerpo normativo, 
                                                          
99 Cfr. FERNÁNDEZ REVOREDO, Marisol. Manual de derecho de familia. Constitucionalización 
y diversidad familiar. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 2016, p. 
16. 
100 Esta resolución fue publicada en el diario oficial El Peruano el 6 de febrero del 2020, la cual 
dispuso publicar el anteproyecto de reforma del Código Civil, promulgado mediante Decreto 
Legislativo N° 295, conjuntamente con su exposición de motivos. 
101 MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (MINJUS). Anteproyecto de 
propuestas de mejora al Código Civil peruano. 2020, p. 27. 
102 Cfr. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (MINJUS). Exposición de 
Motivos del Anteproyecto de propuestas de mejora al Código Civil peruano. 2020, p. 16. 
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al igual que el de 1936, ha adoptado un sistema matrimonial exclusivamente 
civil. Esto quiere decir que reconoce efectos jurídicos al matrimonio celebrado 
ante una autoridad competente del Estado, a saber, un funcionario público103. 
 
Asimismo, el Código Civil de 1984, a diferencia de su antecesor104, comprende 
una definición del matrimonio civil en el artículo 234, según el cual:  
 
El matrimonio es la unión voluntariamente concertada por un varón y una mujer 
legalmente aptos para ella y formalizada con sujeción a las disposiciones de 
este Código, a fin de hacer vida común. El marido y la mujer tienen en el hogar 
autoridad, consideraciones, derechos, deberes y responsabilidades iguales. 
 
Esta definición legislativa caracteriza al matrimonio como una unión realizada 
de manera voluntaria entre dos personas de diferente sexo, con la finalidad de 
hacer vida en común. En la actualidad, el Código ya no identifica al matrimonio 
con un vínculo perpetuo e indisoluble, lo que sí ocurría en el Código Civil de 
1852105 que incorporó una regulación tradicional del matrimonio bajo la 
influencia de las normas de la Iglesia Católica106.  
 
Un comentario adicional respecto del artículo 234 recae en la limitación de la 
figura matrimonial a las parejas heterosexuales. La ley peruana aún no 
reconoce ni protege las uniones entre personas del mismo sexo; lo cual, en 
cambio, ya ha tenido lugar en ciertos países de Latinoamérica (Argentina, 
Brasil, Costa Rica, etc.) y del continente europeo (Holanda, Bélgica, Inglaterra, 
y otros). En estos se ha consagrado el matrimonio homosexual107. 
 
                                                          
103 Cfr. VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique. Tratado de derecho de familia. Tomo II. Matrimonio y 
uniones estables. Lima: Gaceta Jurídica, 2011, pp. 33-34. 
104 El Libro Segundo del Código Civil de 1936 no comprende una definición del matrimonio, 
aunque alude a otras figuras vinculadas a aquella tales como los esponsales, impedimentos 
matrimoniales, celebración, nulidad del matrimonio, etc. 
105 Código Civil de 1852. “Art. 132. Por el matrimonio se unen perpetuamente el hombre y la 
mujer en una sociedad legítima, para hacer vida común, concurriendo á la conservación de la 
especie humana”. “Art. 134. El matrimonio legalmente contraído es indisoluble; acábase solo 
por la muerte de alguno de los cónyuges […]”. 
106 Cfr. LUNA VICTORIA LEÓN, César. “Código civil de 1852: lo nacional y lo importado”. 
Derecho PUCP. Revista de la Facultad de Derecho. Número 42, 1988, pp. 93-94. La influencia 
religiosa sobre el matrimonio en el Código Civil de 1852 se constata en su artículo 156: “El 
matrimonio se celebra en la República con las formalidades establecidas por la Iglesia en el 
Concilio de Trento”.   
107 Cfr. VEGA MERE, Yuri. Las nuevas fronteras del Derecho de Familia. Familias de hecho, 
ensambladas y homosexuales. Cuarta edición. Lima: Motivensa, 2019, pp.41-42. 
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Aquí hago un breve paréntesis para exponer la siguiente reflexión. Al tratarse 
de un tema de suma relevancia para el ejercicio de derechos fundamentales y 
humanos, nuestra legislación tiene una tarea pendiente que implica establecer 
la ampliación del alcance del matrimonio (civil) a las parejas homosexuales o, 
en su defecto, la incorporación de fórmulas diferentes al matrimonio como la 
unión civil. Considero que la decisión legislativa que finalmente se adopte debe 
estar en consonancia con los fenómenos de constitucionalización y 
convencionalización del derecho, que irradian sobre las instituciones en materia 
de familia. 
 
Volviendo a la figura del matrimonio en el Código Civil, cabe mencionar que a 
nivel de la doctrina se han desarrollado dos concepciones en torno a aquélla. Al 
respecto, Héctor Cornejo sostiene que la palabra “matrimonio” en el derecho 
posee dos significados diferenciables aunque conexos.  
 
El primero de ellos se refiere al matrimonio como acto, según el cual “[…] se 
realiza a través de un trámite, que generalmente comienza con la declaración 
que hacen los interesados de su propósito de casarse, […], que suele continuar 
con una declaración formal del oficial respectivo en el sentido de haber 
quedado acreditada la capacidad nupcial, y que culmina en una ceremonia de 
realización del proyecto”108. Esta concepción del matrimonio se enfoca en el 
momento de su celebración a fin de verificar el cumplimiento de los requisitos 
esenciales que exige la ley y, por ende, determinar la validez del acto 
matrimonial.  
 
Luego de ello, se da inicio al matrimonio como estado que nace con la 
intención de durar en el tiempo pero que un día podría disolverse, generando 
un conjunto de relaciones tanto personales como patrimoniales entre los 
cónyuges109. En el actual Código Civil, esta concepción del matrimonio se 
refleja en los derechos y deberes matrimoniales (p.e. cohabitación, asistencia 
mutua y fidelidad); en el régimen económico de sociedad de gananciales o de 
separación de patrimonios; y en las normas sobre separación de cuerpos y 
divorcio. 
 
                                                          
108 CORNEJO CHÁVEZ, Héctor. “Régimen matrimonial peruano”. Derecho PUCP. Revista de la 
Facultad de Derecho. Número 39, 1985, p. 97. 
109 Cfr. Ibídem. 
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Resumiendo, se aprecia que la institución del matrimonio en el derecho 
peruano transcurre por diversos momentos, siendo el primero de ellos su 
celebración válida. Después, el desenvolvimiento de la vida conyugal se 
realizará mediante el cumplimiento de los derechos y deberes matrimoniales 
establecidos por el Código Civil, que asumieron los consortes de forma 
voluntaria. En algunos casos, la unión matrimonial de una pareja perdurará; 
mientras que en otros, se debilitará y, eventualmente, llegará a su fin.  
 
Este camino por el cual transita el matrimonio puede apreciarse mejor en el 
siguiente gráfico:  
 
 



















En el siguiente apartado se prestará atención al último estadio de la relación 
matrimonial como es su disolución, a fin de abordar luego los problemas 
jurídicos identificados en el expediente objeto de análisis. 
 
 La disolución del matrimonio: divorcio 
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Una característica del matrimonio es que se celebra con la intención de 
perdurar en el tiempo; sin embargo, por determinadas circunstancias en el 
transcurso de la vida conyugal, el vínculo matrimonial puede quedar debilitado 
y, ulteriormente, llegar a su fin.  
 
El Código Civil de 1984 comprende dos instituciones jurídicas que reflejan esos 
momentos por los cuales discurre el matrimonio. En primer lugar, se encuentra 
la separación de cuerpos (conocida también como divorcio relativo o limitado), 
la cual puede definirse como “[…] una institución del derecho de familia 
consistente en una interrupción de la vida conyugal que suspende los deberes 
relativos al lecho y habitación, poniendo fin al régimen patrimonial de sociedad 
de gananciales”110.  
 
Es necesario recordar que la separación de cuerpos genera el decaimiento de 
la relación matrimonial, pero no su extinción; asimismo, se trata de una 
separación de derecho y no una simple situación fáctica111. La regulación de 
esta institución jurídica y de sus efectos va desde el artículo 332 al 347 del 
actual Código Civil.  
 
En segundo lugar, el ordenamiento jurídico nacional reconoce la posibilidad de 
acudir a otra institución como es el divorcio, el cual  “[…] pone fin de manera 
plena y definitiva al vínculo matrimonial, quedando ambos cónyuges en aptitud 
de contraer nuevas nupcias. Procede por las causas expresamente 
establecidas en la Ley, debiendo los hechos que las constituyen ocurrir con 
posterioridad al perfeccionamiento del matrimonio […]”112.   
 
Cabe agregar que el divorcio, denominado también divorcio total, absoluto o 
vincular en la doctrina, extingue el régimen de sociedad de gananciales113 y el 
estado de familia conyugal. Además, cuando no hay un acuerdo entre los 
cónyuges respecto de la disolución matrimonial, el pedido de divorcio se 
canaliza mediante una causal prevista en la ley. En caso de que exista un 
acuerdo sobre el divorcio, éste se obtendrá de forma indirecta después de un 
                                                          
110 VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique. Tratado de derecho de familia. Tomo II. Matrimonio y 
uniones estables. Lima: Gaceta Jurídica, 2011, p. 311. 
111 Cfr. Ídem, pp. 311-312. 
112 CABELLO, Carmen Julia. Divorcio y jurisprudencia en el Perú. Segunda edición. Lima: 
Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 1999, p. 31. 




periodo de separación de cuerpos114; y es que en el derecho peruano no está 
regulado el divorcio convencional.  
 
Sobre este último aspecto, en nuestro país se tiende a emplear la fórmula de 
separación convencional y divorcio ulterior, lo cual implica que primero se 
declarará la separación de cuerpos -por separación convencional- y luego de 
dos meses se podrá solicitar la disolución del matrimonio (divorcio), en virtud 
del artículo 354 del Código Civil115. Los cónyuges pueden realizar este trámite a 
través de la vía judicial, municipal o notarial116, después de dos años de 
celebrado el matrimonio. 
 
Retomando el tema principal, en nuestra legislación el divorcio se encuentra 
definido en el artículo 348117 del Código Civil, y su regulación se extiende desde 
el artículo 349 al 360. Estas normas prevén las consecuencias de carácter 
personal, familiar y patrimonial para los excónyuges. Una especial atención 
merecen los artículos 333 y 349, toda vez que vislumbran, en buena parte, la 
posición adoptada por el legislador peruano en torno a la disolución del 
matrimonio. Veamos. 
 
En la versión original del Código sustantivo de 1984, el artículo 349 establecía 
que el divorcio podía demandarse por las causales establecidas en los incisos 
1 al 10 del artículo 333. Cabe señalar que este último incluía en su numeral 11 
a la separación convencional118; no obstante, estaba prevista para solicitar la 
separación de cuerpos. De acuerdo a Carmen Julia Cabello: 
 
El Código Civil de 1984, mantuvo el sistema de divorcio restringido de la 
legislación civil precedente, si bien optaba por un sistema mixto al admitir el 
                                                          
114 Cfr. VARSI ROSPIGLIOSI, Enrique. Tratado de derecho de familia. Tomo II. Matrimonio y 
uniones estables. Lima: Gaceta Jurídica, 2011, pp. 319-320. 
115 Código Civil. “Artículo 354.- Transcurridos dos meses desde notificada la sentencia, la 
resolución de alcaldía o el acta notarial de separación convencional, […], cualquiera de los 
cónyuges, basándose en ellas, podrá pedir, según corresponda, al juez, al alcalde o al notario 
que conoció el proceso, que se declare disuelto el vínculo del matrimonio. […]”. 
116 Al respecto, véase la Ley N° 29227, “Ley que regula el procedimiento no contencioso de la 
separación convencional y divorcio ulterior en las municipalidades y notarías”, publicada el 16 
de mayo del 2008 en el diario oficial El Peruano. Asimismo, el Decreto Supremo N° 009-2008-
JUS, publicado el 13 de junio del 2008, que aprobó el Reglamento de la citada Ley. 
117 Código Civil. “Artículo 348.- El divorcio disuelve el vínculo del matrimonio”. 
118 Hay que anotar que la frase “separación convencional” fue incorporada al numeral 11 del 
artículo 333 del Código Civil, sustituyendo al “mutuo disenso”, a través de la Primera 
Disposición Modificatoria del Texto Único Ordenado del Código Procesal Civil, aprobado 
mediante Resolución Ministerial N° 010-93-JUS y publicado el 22 de abril de 1993. 
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divorcio remedio a través de la separación convencional como precedente para 
el divorcio, las causales establecidas eran en su mayoría de carácter culposo, 
inculpatorio, que tenían como fundamento el incumplimiento grave y reiterado 
de los deberes conyugales, de ahí, era clara su comprensión sancionadora no 
sólo para la determinación de la declaración de disolución del vínculo 
matrimonial, sino también para la regulación de los efectos personales, paterno 
filiales y patrimoniales del divorcio119. 
 
Se puede decir, entonces, que nuestro Código adoptó primigeniamente un 
sistema mixto de disolución del vínculo matrimonial pero con preminencia en el 
modelo de divorcio sanción. Hay que recordar que, bajo el enfoque 
sancionador denominado también subjetivo o de culpa, la causa del conflicto 
conyugal es la causa u origen del divorcio120. En cambio, para el modelo del 
divorcio remedio, la culpa no es un factor relevante; lo que importa es la 
situación objetiva de inviabilidad o de quiebre de la unión conyugal121. 
 
Ahora bien, la legislación peruana en materia de divorcio experimentó cierto 
grado de flexibilización con la Ley N° 27495 publicada en el diario oficial El 
Peruano el 7 de julio del 2001. Esta ley dispuso un conjunto de modificaciones 
en el artículo 333 del Código Civil, siendo una de ellas la incorporación de dos 
nuevas causales que se sumaron a las ya existentes. Asimismo, se modificó el 
artículo 349. La redacción de ambos quedó de la siguiente forma: 
 
Artículo 333.- Son causas de separación de cuerpos: 
1. El adulterio. 
2. La violencia física o psicológica, que el Juez apreciará según las 
circunstancias. 
3. El atentado contra la vida del cónyuge. 
4. La injuria grave, que haga insoportable la vida en común. 
5. El abandono injustificado de la casa conyugal por más de dos años 
continuos o cuando la duración sumada de los periodos de abandono 
exceda a este plazo. 
6. La conducta deshonrosa que haga insoportable la vida en común. 
                                                          
119 CABELLO MATAMALA, Carmen Julia. “Divorcio ¿remedio en el Perú?”. Derecho PUCP. 
Revista de la Facultad de Derecho. Número 54, 2001, p. 403. 
120 Cfr. Ibídem.  
121 Cfr. FERNÁNDEZ REVOREDO, Marisol. Manual de derecho de familia. 
Constitucionalización y diversidad familiar. Lima: Pontifica Universidad Católica del Perú, Fondo 
Editorial, p. 255. 
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7. El uso habitual e injustificado de drogas alucinógenas o de sustancias que 
puedan generar toxicomanía, salvo lo dispuesto en el artículo 347. 
8. La enfermedad grave de transmisión sexual contraída después de la 
celebración del matrimonio. 
9. La homosexualidad sobreviniente al matrimonio. 
10. La condena por delito doloso a pena privativa de la libertad mayor de dos 
años, impuesta después de la celebración del matrimonio. 
11. La imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso 
judicial. 
12. La separación de hecho de los cónyuges durante un periodo ininterrumpido 
de dos años. Dicho plazo será de cuatro años si los cónyuges tuviesen hijos 
menores de edad. En estos casos no será de aplicación lo dispuesto en el 
artículo 335. 
13. La separación convencional, después de transcurridos dos años de la 
celebración del matrimonio. (Las cursivas son mías). 
 
Artículo 349.- Puede demandarse el divorcio por las causales señaladas en el 
Artículo 333, incisos 1 al 12. 
 
En relación a la causal de separación de hecho, Carmen Julia Cabello sostiene 
que se trata de una causal objetiva, perteneciente al sistema de divorcio 
remedio122. Sobre la causal de imposibilidad de hacer vida en común, afirma 
que, en términos teóricos y legislativos generales, también corresponde al 
enfoque de divorcio remedio en su modalidad de causal genérica de divorcio 
quiebre123.  
 
Debo precisar que el examen de esta última causal se realizará con mayor 
detenimiento en la siguiente sección como parte del análisis de los problemas 
jurídicos identificados en el expediente. 
 
Hasta aquí queda claro que el Código Civil de 1984, luego de la modificación 
promovida por la Ley N° 27495, aún conserva un sistema mixto y causado de 
disolución matrimonial en el cual conviven causales de divorcio sanción y de 
divorcio remedio. Sin embargo, considero que existe una mayor aceptación y 
apertura hacia un enfoque que busca dar una solución definitiva a los conflictos 
interpersonales antes que encontrar culpables. 
                                                          
122 Cfr. CABELLO MATAMALA, Carmen Julia. “Divorcio ¿remedio en el Perú?”. Derecho PUCP. 
Revista de la Facultad de Derecho. Número 54, 2001, p. 413. 




Para concluir, hay que mencionar que en la actualidad se cuenta con el 
Anteproyecto de Reforma del  Código Civil que propone fortalecer el sistema de 
divorcio remedio y, por consiguiente, suprimir el divorcio sanción. Según la 
Exposición de Motivos del Anteproyecto, este cambio se logrará a través del 
establecimiento de un régimen objetivo conforme con las nuevas tendencias 
del derecho comparado124. 
 
4.2. Análisis de los problemas jurídicos  
 
4.2.1. Sobre el problema N° 1 
 
¿En qué consiste la causal de divorcio de imposibilidad de hacer vida en 
común, debidamente probada en proceso judicial, prevista en el inciso 11 
del artículo 333 del Código Civil? 
 
Luego de la revisión del expediente, he identificado que uno de los principales 
problemas se halla a nivel de la disposición normativa contenida en el artículo 
333 del Código Civil, específicamente, en su inciso 11. Téngase en cuenta que 
la citada disposición, junto con lo previsto en el artículo 349, resulta primordial 
para solución del presente caso. 
 
Este primer problema está relacionado con la comprensión de la causal de 
“imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso 
judicial”. En esta parte del informe, mi intención es aproximarme a dicha 
cuestión, sobre todo, a partir de un discurso expositivo que recurre a un 
conjunto de fuentes y herramientas de interpretación jurídica. Luego, al abordar 
el segundo problema, adoptaré una postura que sintetice mi entendimiento 
sobre dicha causal.  
 
En el caso materia de estudio, se ha podido apreciar que los órganos 
jurisdiccionales de primera y segunda instancia así como la Corte Suprema de 
Justicia no desarrollaron un entendimiento uniforme en torno a esta causal, lo 
cual tuvo un impacto en la actividad probatoria y en sus respectivos fallos. He 
allí la importancia de abordar este tema. 
                                                          
124 Cfr. MINISTERIO DE JUSTICIA Y DERECHOS HUMANOS (MINJUS). Exposición de 




Para determinar a qué hace referencia el inciso 11 del artículo 333 del Código 
sustantivo, es necesario iniciar una labor de interpretación jurídica, es decir, 
una actividad consistente en atribuir un significado o sentido a un documento125 
o, en este caso, a una disposición normativa. Veamos. 
 
Una idea básica que debemos considerar es que el derecho, en sentido 
objetivo, constituye un fenómeno lingüístico y como tal se manifiesta a través 
de un discurso compuesto por enunciados prescriptivos que expresan 
normas126. En ese sentido, quien se embarque en la tarea de trabajar con este 
discurso se enfrentará a la doble indeterminación del derecho, la cual se 
traduce en la equivocidad de los textos (disposiciones) normativos y la 
vaguedad de las normas127. En el presente caso, ese carácter indeterminado se 
presenta en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil. 
 
Aquí hago un paréntesis para señalar que en mi análisis he adoptado como 
premisa teórica la distinción conceptual entre “disposición” (o texto) y “norma”, 
entendiendo a la primera como objeto de interpretación, y  a la segunda como 
el resultado de dicha actividad interpretativa, es decir, el sentido o significado 
de la disposición128. 
 
Dicho esto, el punto de partida será el artículo 333, inciso 11, del Código Civil, 
teniendo en consideración el artículo 349 del mismo. A partir de estos es 
posible reconstruir la siguiente disposición normativa: 
 
La imposibilidad de hacer en vida en común dentro de un matrimonio, 
debidamente probada en proceso judicial, constituye una causal para 
demandar el divorcio. 
 
Si nos fijamos en algunos de los elementos que conforman este enunciado, 
podemos decir que respecto de los términos “causal” y “divorcio” no existe 
                                                          
125 Cfr. TARELLO, Giovanni. La interpretación de la Ley. Traducción de Diego Dei Vechhi. 
Lima: Palestra Editores, 2015, p. 61. 
126 Cfr. GUASTINI, Riccardo. Las fuentes del derecho. Fundamentos teóricos. Lima: Raguel, 
2016, pp. 35-37 y 43. 
127 Cfr. GUASTINI, Riccardo. “Introducción a la teoría de la interpretación”. En POZZOLO, 
Susana y Rafael ESCUDERO (editores). Disposición vs. Norma. Lima: Palestra Editores, 2011, 
pp. 165-174. 
128 Cfr. GUASTINI. Riccardo. Interpretar y argumentar. Traducción de Silvina Álvarez Medina. 
Madrid: Centro de Estudios Políticos y Constitucionales, 2014, pp. 77-78. 
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dificultad para entenderlos. Desde un punto de vista semántico dentro de un 
contexto jurídico, podemos definirlos con facilidad sin que haya algún tipo de 
controversia mayor en torno a sus respectivos significados.  
 
Por lo general, “causal” se refiere al motivo o la causa de algo; en el ámbito 
familiar, puede entenderse como la conducta de uno de los cónyuges o de 
ambos que afecta la relación matrimonial. Sobre el “divorcio”, podemos decir 
que alude a la disolución o terminación del matrimonio. Ambas definiciones, si 
bien básicas, son satisfactorias pues permiten entender las ideas que cada 
término evoca. 
 
Ahora prestemos atención a otro elemento del enunciado como es “la 
imposibilidad de hacer vida en común dentro de un matrimonio, debidamente 
probada en proceso judicial”. Esta no es una frase simple, ya que comprende 
una serie de términos; sin embargo, en mi opinión, la complejidad para 
establecer su sentido se debe a la terminología de “imposibilidad de hacer vida 
en común dentro de un matrimonio”.  
 
Aquí resulta pertinente mencionar que en adelante emplearé un conjunto de 
criterios de interpretación legal que se han desarrollado en la doctrina. Estos 
cánones permitirán establecer límites y darán un orden a la tarea interpretativa, 
de modo que se pueda atribuir un significado adecuado a la causal objeto de 
análisis. Estos criterios son los siguientes: 
 
 Criterio N° 1 
 
Comencemos con el criterio del sentido literal, según el cual la interpretación de 
un texto jurídico se enfoca en indagar “[…] el significado de un término o de 
una unión de palabras en el uso general del lenguaje o, en caso de que sea 
constatable un tal uso, en el uso especial del lenguaje de quien habla, aquí en 
el de la ley respectiva”129. Bajo este canon interpretativo lo que interesa es el 
significado lingüístico de una o más palabras (p.e. la frase de “imposibilidad de 
hacer vida en común”) situadas dentro de un texto o disposición normativa.  
 
                                                          
129 Cfr. LARENZ, Karl. Metodología de la ciencia del derecho. Segunda edición de la cuarta 
alemana definitiva. Barcelona: Ariel, 1980, p. 316. 
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Según el Diccionario de la Real Academia Española, la palabra “imposibilidad” 
significa “falta de posibilidad para existir o para hacer algo”130. Por ende, la 
causal contenida en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil podría 
interpretarse como la falta de posibilidad para hacer vida en común entre los 
cónyuges. Sin embargo, esto no nos dice mucho, así que agreguemos otros 
elementos a esta definición. 
 
Si tomamos en cuenta el artículo 234 del Código Civil, dicha causal podría ser 
comprendida como la falta de posibilidad para cumplir la finalidad del 
matrimonio establecida en la ley; no obstante, esta definición tampoco logra ser 
del todo satisfactoria. ¿Por qué? Considero que ello se debe a que la 
terminología empleada en el inciso 11 del artículo 333 posee un carácter 
indeterminado, el cual se materializa en diversas situaciones de hecho de la 
realidad y que no se logran identificar con el sentido literal de las palabras.  
 
Este canon interpretativo, por tanto, resulta insuficiente para entender de forma 
adecuada en qué consiste la causal objeto de examen. Esto nos lleva a un 
segundo nivel de análisis en el que utilizaré otras directrices de interpretación 
legal. 
 
 Criterio N° 2 
 
En la doctrina se ha desarrollado el criterio de la ratio legis que consiste en 
determinar el sentido (el “qué quiere decir”) de un texto normativo a partir de la 
averiguación de su razón de ser intrínseca. Cabe acotar que la ratio legis no 
equivale a la intención que tuvo el legislador al producir la ley, tampoco debe 
confundírsela con la razón de ser del derecho en general (ratio iuris)131.  
 
Conforme a este criterio se tendría que establecer cuál es la razón de ser que 
se deriva del enunciado formulado líneas arriba, que vuelvo a reproducir: 
 
                                                          
130 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA (RAE). Diccionario de la lengua española. Vigésima tercera 
edición [versión 23.4 en línea]. Madrid: Espasa, 2014. Consulta: 6 de enero de 2021. Véase en: 
https://dle.rae.es/imposibilidad?m=form. 
131 Cfr. RUBIO CORREA, Marcial Antonio. El sistema jurídico. Introducción al Derecho. 




La imposibilidad de hacer en vida en común dentro de un matrimonio, 
debidamente probada en proceso judicial, constituye una causal para 
demandar el divorcio. 
 
A partir de esta fórmula lingüística, la razón de ser del inciso 11 del artículo 333 
del Código Civil podría consistir en lo siguiente: se podrá solicitar la disolución 
del matrimonio cuando no haya posibilidad de realizar una vida en común entre 
los cónyuges, o todo matrimonio en el que la vida conyugal ya no sea posible 
podrá ser disuelto. No obstante, estos esbozos de respuesta no vislumbran con 
claridad el fin o lo que se quiere lograr con la regulación de esta causal, en 
otras palabras, su razón de ser.  
 
Hay que recordar que, según este criterio interpretativo, la ratio legis debe 
emanar del texto mismo, sin necesidad de recurrir a documentos o fuentes 
diversas a aquél132. Dada esta limitación, considero que el uso de esta directriz 
de interpretación no es útil para atribuir un significado adecuado a la causal del 
inciso 11 del artículo 333 del Código sustantivo. Continuemos. 
 
 Criterio N° 3 
 
Una tercera opción consiste en emplear el criterio sistemático por comparación 
con otras normas. Según éste, la determinación del sentido de un texto 
(disposición o documento) normativo se logrará atribuyéndole los conceptos o 
principios que resultan claros en otras normas133, las cuales guardan relación 
(p.e. por la materia regulada) con el objeto a interpretar.  
 
El artículo 333 se ubica dentro del Título IV de la Sección Segunda del Libro III 
(Derecho de Familia) del Código Civil. En este grupo normativo se contemplan 
los artículos vinculados al decaimiento y disolución del vínculo matrimonial. Allí 
es donde buscaremos el o los artículos que permitan esclarecer el sentido de la 
causal de imposibilidad de hacer vida en común. 
 
Luego de una revisión del Título citado, no se advierte artículo alguno que 
defina esta causal o que contenga una lista expresa de hechos que encajen en 
ella. Sin embargo, considero que el artículo 335 devela algunos atisbos sobre 
                                                          
132 Cfr. ídem, p. 249. 
133 Cfr. Ídem, p. 250. 
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el modelo de divorcio al cual estaría adscrita. A partir de esto, se podría 
desentrañar, en parte, qué quiere decir la causal en comentario. 
 
El artículo 335 del Código Civil estatuye que “ninguno de los cónyuges puede 
fundar la demanda en hecho propio”. Si bien esta prohibición está dentro del 
Capítulo Primero (separación de cuerpos) del Título IV, también resulta 
aplicable para el divorcio en virtud del artículo 355134. Por tanto, se entiende 
que ningún cónyuge podrá formular una demanda de divorcio basándose en 
hecho propio. ¿Qué quiere decir esto? 
 
En la versión del Código Civil anterior a la Ley N° 27495, los artículos 333 y 
349 no contemplaban como causal de divorcio a la imposibilidad de hacer vida 
en común, tampoco a la separación de hecho. Como ya se expuso 
anteriormente, el legislador de 1984 se había decantado por una tendencia 
sancionadora del divorcio. Por lo que era razonable concluir que los incisos 1 al 
10 del artículo 333 del Código sustantivo estaban en consonancia con el 
modelo de divorcio sanción135. 
 
En este contexto resulta coherente que se haya previsto la prohibición 
contenida en el artículo 335, ya que el divorcio se apreciaba como una sanción 
para el cónyuge culpable cuyo comportamiento quebrantó la relación 
matrimonial. Por tanto, si uno de los consortes incumplía, por ejemplo, con el 
deber de fidelidad o de cohabitación perjudicando al otro, luego no podía 
demandar el divorcio sobre la base de su propia inconducta. Solo el cónyuge 
inocente (o víctima) era el legitimado para solicitar la disolución del vínculo 
matrimonial136 por alguna de las causales previstas en el artículo 333 (inciso 1 
al 10), salvo en el caso de separación convencional. 
 
Con la publicación de la Ley N° 27495 se modificaron, entre otros, los artículos 
333 y 349 del Código Civil, incorporándose dos nuevas causales para 
demandar la separación de cuerpos así como el divorcio. Estas son: i) la 
                                                          
134 Código Civil. “Artículo 355.- Son aplicables al divorcio las reglas contenidas en los artículos 
334 a 342, en cuanto sean pertinentes”. 
135 Antes de la publicación de la Ley N° 27495, el artículo 333 del Código Civil estaba 
compuesto por once numerales. Desde el numeral 1 al 10, se regulaban causales específicas, 
mientras que en el numeral 11 se situaba la separación convencional. 
136 Cfr. BERMUDEZ TAPIA, Manuel. “Divorcio y separación de cuerpos”. En PODER JUDICIAL 
DEL PERÚ. Material de lectura del Pleno Jurisdiccional Nacional de Familia del 23 y 24 de 
octubre del 2009. Tema II. Parte 1. Lima: Centro de Investigaciones Judiciales del Poder 
Judicial, 2010, p. 248.   
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imposibilidad de hacer vida en común, y ii) la separación hecho conforme al 
periodo exigido en la ley.  
 
Respecto de la separación de hecho, existe un amplio consenso a nivel de la 
doctrina nacional para considerarla como una causal objetiva a efectos de la 
declaración del divorcio137, relacionada a la teoría del divorcio remedio. Una 
similar consideración también se advierte en los proyectos legislativos138 y 
dictámenes139 que dieron origen a Ley N° 27495.  
 
En vista de ello es que se incluyó una excepción expresa del artículo 335 en el 
propio inciso 12 del artículo 333, que regula la causal de separación de hecho. 
Pero no sucedió lo mismo para la causal de imposibilidad de hacer vida en 
común. A partir de una revisión del Libro III del Código Civil, no se advierte que 
el legislador peruano haya dispuesto de forma explícita la no aplicación del 
artículo 335 para esta última causal.  
 
Si nos ceñimos al actual texto del artículo 333 en comparación con el artículo 
335140, considero que resulta plausible inferir que la imposibilidad de hacer vida 
en común fue conceptualizada como una causal de divorcio sanción; a pesar 
de que esta apreciación no se condice del todo con el desarrollo teórico 
efectuado en la doctrina. Sin perjuicio de ello, cabría preguntarnos ahora si esta 
conjetura es útil para esclarecer el sentido de dicha causal. Pienso que sí 
podría ayudar pero solo hasta cierto punto. 
 
Bajo el criterio sistemático, el significado de la disposición contenida en el 
inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, junto al artículo 349, podría 
formularse de la siguiente manera:  
 
                                                          
137 De los artículos 340, 345 y 345-A del Código Civil, da la impresión de que aun cuando se 
haya obtenido el divorcio por separación de hecho, luego sería relevante determinar quién fue 
el cónyuge perjudicado o víctima. Como señala Carmen Julia Cabello: “Es necesario distinguir 
en la causal de separación de hecho, el tratamiento legislativo dual que ha merecido, en su 
comprensión o mejor aún difusión como causal objetiva remedio para efectos de la declaración 
de divorcio y de su tratamiento evidentemente inculpatorio para la regulación de sus efectos. 
[…]”. Véase en: “Divorcio ¿remedio en el Perú?”. Derecho PUCP. Revista de la Facultad de 
Derecho. Número 54, 2001, p. 413. 
138 Me refiero a los Proyectos de Ley N° 154/2000-CR, N° 171/2000-CR, N° 278/2000-CR, N° 
565/2000-CR, N° 655/2000-CR y N° 795/2000-CR. 
139 Se hace alusión a los dictámenes emitidos por la Comisión de Justicia (el 28 de diciembre 
del 2000), la Comisión de Reforma de Códigos (el 29 de diciembre del 2000), y la Comisión de 
la Mujer y Desarrollo Humano (el 10 de enero del 2001) del Congreso de la República. 
140 Inclúyase también el artículo 349 del Código Civil. 
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Cuando uno de los cónyuges realice una conducta que haga imposible la vida 
en común, entonces el cónyuge perjudicado podrá demandar el divorcio, 
debiendo acreditar dicha conducta en el proceso. 
 
Conforme a esta norma la autoridad judicial tendría que identificar al consorte 
que con su comportamiento afectó la relación matrimonial. Asimismo, tendría 
que prestar atención a los actos concretos que, según la parte demandante, 
cometió el demandado y que volvieron imposible la vida en común. A nivel 
probatorio esto exige que el juez o la jueza determine la veracidad de los actos 
alegados, los cuales no se hallan limitados a una lista taxativa.  
 
Como señalé con anterioridad, la fórmula de “imposibilidad de hacer vida en 
común” puede concretizarse a través de múltiples y diversas situaciones de 
hecho, en vista de su carácter indeterminado. Hay que destacar que el 
legislador no las ha precisado en el Código Civil; tampoco hemos podido 
descifrarlas con total nitidez según el criterio interpretativo usado en esta 
sección. 
 
Para concluir, quiero enfatizar que resulta importante conocer el contenido de 
significado de dicha expresión, pues ello permitirá a los jueces hacer dos 
cosas: i) establecer de manera adecuada la premisa normativa (mayor) que 
guiará su razonamiento, y ii) enfocar su actividad probatoria (admisión, 
actuación y valoración) en los hechos que estén relacionados con el supuesto 
de hecho exigido por tal premisa. 
 
 Criterio N° 4 
 
La última directriz de interpretación legal que emplearé es el criterio histórico, 
con el cual pretendo identificar cuál fue la intención del legislador -no la ratio 
legis- al regular la causal materia de estudio. Considero que esto puede brindar 
un mejor alcance de su sentido. 
 
De acuerdo a este criterio, el intérprete debe acudir a los antecedentes 
jurídicos relacionados directamente al texto legal que es objeto de 
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interpretación141. Para lograr este objetivo, hay que tener en cuenta que la 
producción de una ley pasa por varias fases en las cuales se redactan un 
conjunto de documentos. En estos se plasma la evolución de la voluntad del 
legislador histórico. 
 
En el caso peruano, el procedimiento legislativo de creación de una ley 
ordinaria está comprendido por seis etapas, a saber: i) la iniciativa legislativa; ii) 
el estudio en comisiones; iii) la publicación de dictámenes; iv) el debate en el 
Pleno; v) la aprobación; y vi) la promulgación142. Asimismo, respecto de los 
documentos que se elaboran en estas fases, tenemos a los proyectos de ley 
presentados por los congresistas, los dictámenes emitidos por las comisiones 
del Congreso, el diario de los debates donde quedan registradas las sesiones 
del Pleno, entre otros.  
 
Dicho esto, me centraré en el procedimiento legislativo que se siguió para la 
aprobación de la Ley N° 27495 que dispuso varias modificaciones para el 
artículo 333 del Código Civil, entre ellas la incorporación de la causal de 
“imposibilidad de hacer vida en común” (inciso 11). Esta ley modificó también el 
artículo 349 del mismo así como otros artículos del Código Procesal Civil143. 
 
Comencemos con la fase de la iniciativa legislativa. Los antecedentes de la Ley 
N° 27495 se hallan en los siete (7) proyectos de ley presentados por los 
parlamentarios del Congreso en el año 2000. Luego de revisar el contenido de 
cada uno, se advierte que ninguno de ellos planteaba la inclusión de la 
“imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso 
judicial”, ni como casual de separación de cuerpos ni como causal de divorcio.   
 
Al mirar con atención los textos dispositivos y exposiciones de motivos de los 
proyectos, se observa que seis (6) de ellos proponían incorporar la separación 
de hecho como causal de separación de cuerpos al artículo 333 del Código 
                                                          
141 Cfr. RUBIO CORREA, Marcial Antonio. El sistema jurídico. Introducción al Derecho. 
Duodécima edición. Lima: Pontificia Universidad Católica del Perú, Fondo Editorial, 2020, p. 
256. 
142 Cfr. FORNO FLÓREZ, Giovanni. Manual de comisiones. Segunda edición. Lima: Congreso 
de la República del Perú, Oficialía Mayor, 2012, p. 29. Véase en: 
http://www.congreso.gob.pe/Docs/DGP/Comisiones/files/manuales/manual_de_comisiones/inde
x.html.  
143 En total, la Ley N° 27495 ordenó la modificación de los artículos 319, 333, 345, 349 y 354 
del Código Civil y la inclusión del artículo 345-A al mismo. A su vez, dispuso la modificación de 
los artículos 480 y 573 del Código Procesal Civil. 
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Civil. Me refiero a los Proyectos de Ley N° 154/2000-CR, N° 171/2000-CR, N° 
278/2000-CR, N° 565/2000-CR, N° 655/2000-CR y N° 795/2000-CR144. En 
cuanto al Proyecto de Ley N° 555/2000-CR, éste solo sugería la modificación 
de los incisos 8 y 11 del citado artículo.  
 
Dado que estos documentos no brindan ningún tipo de alcance sobre la 
imposibilidad de hacer vida en común, pasaré a la siguiente etapa del 
procedimiento legislativo: la emisión de dictámenes luego del respectivo 
estudio en las comisiones. 
 
Conforme al Expediente de la Ley N° 27495145, cuatro (4) fueron los 
dictámenes expedidos después del estudio de los siete proyectos presentados. 
La elaboración de los tres primeros dictámenes estuvo a cargo de la Comisión 
de Justicia, la Comisión de Reforma de Códigos, y la Comisión de la Mujer y 
Desarrollo Humano, respectivamente. El cuarto dictamen, en minoría, fue 
emitido por el entonces congresista Antero Flores-Araoz que era miembro de la 
Comisión de Justicia146. 
 
Después de examinar el contenido de cada uno de estos documentos, se 
aprecia que: i) los dictámenes publicados por la Comisión de Justicia (de fecha 
28 de diciembre del 2000), la Comisión de Reforma de Códigos (de fecha 29 de 
diciembre del 2000), y la Comisión de la Mujer y Desarrollo Humano (de fecha 
10 de enero del 2001), no se pronunciaron sobre la causal de imposibilidad de 
hacer vida en común. Esto se explica en el hecho de que los proyectos 
legislativos no habían previsto su inclusión al Código Civil. 
 
Si revisamos con detalle estos tres dictámenes, notaremos que su objeto 
principal de estudio consistió en la separación de hecho como causal de 
separación de cuerpos. Ello se puede corroborar tanto en el análisis sobre las 
                                                          
144 Debo mencionar que algunos proyectos de ley proponían incorporar la separación de hecho 
como causal de separación de cuerpos y de divorcio (N° 154/2000-CR y N° 795/2000-CR), 
mientras que otros consideraban incluirla como causal de separación de cuerpos con la 
posibilidad de solicitar el divorcio ulterior (N° 171/2000-CR,  N° 278/2000-CR y N° 565/2000-
CR). Solo un proyecto de ley planteaba su incorporación únicamente como causal de 
separación de cuerpos (N° 655/2000-CR). 
145 Este expediente (virtual) se puede encontrar en el Archivo Digital de la Legislación del Perú 
en la página web del Congreso de la República. Véase el siguiente enlace: 
http://www2.congreso.gob.pe/Sicr/TraDocEstProc/tradoc_expdig_2000.nsf/Sicr/TraDocEstProc/
tradoc_expdig_2000.nsf/Agenda/353995E140B871C6052576DA0070F32F?opendocument. 
146 Estos cuatro dictámenes son de público acceso y se pueden encontrar en el expediente 
virtual de la Ley N° 27495. 
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iniciativas legislativas como en los textos sustitutorios que se recomendaron al 
Pleno del Congreso. 
 
Sin embargo, la diferencia vino marcada por el dictamen en minoría (de fecha 
24 de enero del 2001) de la Comisión de Justicia, que fue elaborado por uno de 
sus miembros, el excongresista Antero Flores-Araoz. En contraste con la 
posición mayoritaria, este dictamen desestimó la incorporación de la 
separación de hecho como causal de separación de cuerpos. Y, en su lugar, 
planteó añadir “la imposibilidad de hacer vida en común, previa evaluación 
profesional” como causal de separación de cuerpos al artículo 333 del Código 
Civil147.  
 
Según el análisis desarrollado en este documento, esta última causal estaba 
pensada para aquellos matrimonios en los que se producían riñas y 
discusiones y, por tanto, no había una relación armoniosa ni saludable entre los 
cónyuges, lo cual ocasionaba un ambiente hostil y efectos negativos para la 
familia en su conjunto. Además, el dictamen en minoría propuso la no 
aplicación del artículo 335 del Código Civil a esta causal, en vista de la 
dificultad para identificar al cónyuge culpable o inocente148.  
 
Hay que tener en cuenta que el dictamen no explicitó cuál era la nota 
característica de la causal de imposibilidad de hacer vida común, es decir, si 
pertenecía al modelo de divorcio sanción o al de divorcio remedio. No obstante, 
considero que resulta plausible colegir que estaba orientada hacia lo segundo, 
siendo entonces una causal objetiva no inculpatoria. Ello explica que se haya 
propuesto incorporar una excepción expresa al artículo 335 del Código Civil, 
permitiendo a cualquier cónyuge invocar la causal en comentario. 
 
Hasta aquí podemos apreciar algunos alcances sobre el significado que el 
legislador histórico habría adscrito a la expresión de “imposibilidad de hacer 
                                                          
147 Al respecto, cabe precisar lo siguiente: en la parte de análisis del dictamen en minoría, se 
propuso agregar la “imposibilidad de hacer vida en común, previa evaluación profesional que 
certifique esta situación” como causal de separación de cuerpos con la posibilidad de solicitar el 
divorcio ulterior. Sin embargo, el texto sustitutorio no contempló este último aspecto. Solo 
contenía la inclusión de dicha figura al artículo 333 del Código Civil así como la modificación del 
artículo 335 del mismo; no estableció cambio alguno en el artículo 354. 
148 Cfr. CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Dictamen en Minoría de la Comisión de 
Justicia, emitido por el congresista Antero Flores-Araoz E., recaído en los proyectos de ley que 
proponen la separación de hecho como causal de separación de cuerpos. Lima: 24 de enero, 
2001, pp. 5-6. 
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vida en común”. Si formulamos de nuevo la interrogante de qué quiere decir 
esta causal, entonces podría responderse que hace alusión a comportamientos 
negativos -por ejemplo, riñas o discusiones- que afectan la relación matrimonial 
de los cónyuges y provocan un ambiente de hostilidad en la familia. 
 
Por ahora, esta sería la interpretación de dicha causal conforme al criterio 
histórico. Sin embargo, aún queda pendiente analizar otra etapa del 
procedimiento de creación de la Ley N° 27495. Se trata del debate en el Pleno 
del Congreso en el cual se sustentan los dictámenes elaborados por las 
comisiones149. 
 
Un punto importante a recordar es que los acuerdos adoptados en el Pleno se 
acercan más a la intención del legislador. Esto se debe a que allí se someten a 
debate los textos finales, que de aprobarse se convertirán en leyes. Además, 
dicha aprobación será resultado de los votos que los parlamentarios emitan, 
actuando como un cuerpo colectivo. 
 
Las sesiones del Pleno quedan registradas en el documento denominado 
“diario de los debates”. En el caso de la Ley N° 27495, la sustentación y el 
debate de los cuatro dictámenes se llevaron a cabo en las sesiones N° 25 y  N° 
25B de los días 6 y 7 de junio del 2001, respectivamente. Por tanto, para 
conocer qué ocurrió en estos actos legislativos, acudiré a los diarios de debates 
de tales fechas150. 
 
En la sesión del Pleno del 6 de junio, los presidentes de las Comisiones de 
Reforma de Códigos, de Justicia, y de la Mujer y Desarrollo Humano 
expusieron sobre la propuesta de incorporación de la “separación de hecho” 
como causal de separación de cuerpos (y divorcio) al artículo 333 del Código 
Civil, y sobre otras modificaciones a dicho Código y al Código Procesal Civil.  
  
Asimismo, el entonces congresista Antero Flores-Araoz sustentó el dictamen 
en minoría, el cual no recomendaba añadir la causal de separación de hecho. 
                                                          
149 Cfr. FORNO FLÓREZ, Giovanni. Manual de comisiones. Segunda edición. Lima: Congreso 
de la República del Perú, Oficialía Mayor, 2012, p. 50. Véase en: 
http://www.congreso.gob.pe/Docs/DGP/Comisiones/files/manuales/manual_de_comisiones/inde
x.html. 
150 Los diarios de debates del 6 y 7 de junio del 2001 se pueden consultar en el portal de la 




En su intervención reafirmó esta postura y planteó, en reemplazo de aquélla, la 
inclusión de otra causal consistente en la imposibilidad de hacer vida en 
común. Agregó que esta situación debía ser acreditada con una evaluación 
profesional, no siendo suficiente afirmar su existencia151. 
 
Otro aspecto que abordó el exparlamentario fue la aplicación del artículo 335 
del Código Civil. De acuerdo a las transcripciones de su intervención 
contenidas en el diario de debates, se infiere que a esta nueva causal sí se le 
aplicaría la prohibición regulada en el citado artículo. Por lo que solo el cónyuge 
inocente estaría habilitado para fundar su demanda en la imposibilidad de 
hacer vida en común.  
 
A continuación, reproduzco algunos de sus argumentos que me llevan a pensar 
lo anterior:  
 
Entiendo que hay muchas parejas que están en la situación de que uno se 
quiere divorciar y el otro no le quiere dar el divorcio, y se ha convertido quizás 
en una situación insostenible. O hay parejas que ya no pueden vivir en común 
a pesar de que su problema no está comprendido en ninguna de las causales 
que señala el Código Civil […]. 
 
¿Qué hay que resolverles el problema? De eso no me cabe la menor duda. 
Pero no creo que la solución sea la propuesta por las comisiones informantes 
[…]. 
 
Estoy trayendo acá un tema con una propuesta legislativa que resuelva el 
problema pero sin afectar el derecho ni resienta el principio clarísimo de que 
nadie puede fundar en su propia causa una pretensión de resolución, de 
conclusión, de rescisión -como quieran llamarlo- de un vínculo tan importante 
como es el matrimonio152. (Las cursivas son mías). 
 
De esto se puede advertir que la agregación de la nueva causal no implicaba 
debilitar (o derrotar) la norma contenida en el artículo 335 del Código Civil. Una 
razón para ello es que la imposibilidad de hacer vida en común habría sido 
entendida, implícitamente, como una causal sancionatoria. Al menos estas son 
                                                          
151 Cfr. CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Diario de debates de la sesión N° 25. 
Periodo Parlamentario 2000-2001. Segunda Legislatura Ordinaria de 2000. Lima: 6 de junio, 
2001, p. 3471. 
152 Cfr. Ibídem. 
 
64 
las conclusiones que se pueden obtener de lo expuesto en la sesión del 6 de 
junio del 2001.  
 
No obstante, la sustentación realizada por el excongresista Flores-Araoz en 
dicha sesión no se corresponde con el análisis y el texto sustitutorio del 
dictamen en minoría, que él mismo suscribió. En este documento, planteó no 
aplicar el artículo 335 del Código Civil para los casos en que se invoque “la 
imposibilidad de hacer vida en común, previa evaluación profesional”. De modo 
que ambos cónyuges podían emplearla. 
 
Por último, pasemos a lo ocurrido en la sesión del Pleno el 7 de junio del 2001. 
Aquí el autor del dictamen en minoría enfatizó el carácter sustitutorio de la 
causal de imposibilidad de hacer vida en común, a través de la cual se podría 
demandar la separación de cuerpos y el divorcio ulterior. Su intención era que 
dicha fórmula legislativa reemplace a la separación de hecho153. 
 
Aunado a ello, las Comisiones de Reforma de Códigos y de la Mujer y 
Desarrollo Humano consensuaron un nuevo texto sustitutorio que incluía la 
“separación de hecho” y la “imposibilidad de hacer vida en común, 
debidamente probada en proceso judicial”, como causales de separación de 
cuerpos (artículo 333) y divorcio (artículo 349). Este documento estableció una 
excepción expresa al artículo 335 del Código Civil solo para la causal de 
separación de hecho. 
 
La Comisión de Justicia propuso también un texto sustitutorio final que 
incorporaba ambas causales. Al igual que el texto de las Comisiones 
anteriores, dispuso la no aplicación del artículo 335 únicamente para la 
separación de hecho. Como resultado de esta segunda sesión, se aprobó el 
texto presentado por la Comisión de Justicia.  
 
De todo esto, ¿qué conclusiones se pueden sacar? En primer lugar, el uso del 
criterio histórico de interpretación ha permitido develar la complejidad del 
procedimiento de creación de la Ley N° 27495. Pero también ha puesto de 
                                                          
153 Cfr. CONGRESO DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Diario de debates de la sesión N° 25B. 
Periodo Parlamentario 2000-2001. Segunda Legislatura Ordinaria de 2000. Lima: 7 de junio, 
2001, p. 3585. 
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manifiesto la falta de uniformidad y rigurosidad del legislador para analizar las 
instituciones jurídicas.  
 
En segundo lugar, el examen de las etapas del procedimiento legislativo de 
esta ley nos brinda ciertos alcances sobre el sentido del inciso 11 del artículo 
333 del Código Civil. A partir del dictamen en minoría y de los diarios de 
debates, se colige lo siguiente: 
 
- La causal de imposibilidad de hacer vida en común hace referencia a 
aquellos matrimonios en los cuales existen riñas, discusiones y problemas 
similares entre los cónyuges, generando un ambiente hostil e insostenible 
que afecta de manera negativa a la familia en su conjunto.  
 
- Si nos limitamos al dictamen en minoría, parece que esta causal fue 
comprendida en términos objetivos, es decir, como una causal de divorcio 
remedio. No obstante, de acuerdo a los diarios de debates, se infiere que 
esta causal pertenecería, por el contrario, al modelo de divorcio sanción.  
 
- Frente a esta divergencia, considero que la interpretación que más se 
acerca a la intención del legislador histórico es la segunda, la cual confiere 
un carácter sancionatorio a dicha causal. Me explico.  
 
En el Pleno la sustentación del excongresista Flores-Araoz adoptó una 
línea diferente a lo que se había redactado en el dictamen en minoría. En la 
sesión del 6 de junio del 2001, manifestó que la eventual inclusión de la 
causal de imposibilidad de hacer vida en común no afectaría el artículo 335 
del Código Civil. Bajo este entendimiento es que las tres comisiones recién 
incluyeron dicha causal en sus respectivos textos sustitutorios que luego 
sometieron a votación. Por tanto, es razonable pensar que los 
parlamentarios (53) que votaron a favor del texto de la Comisión de Justicia 
-antecedente inmediato de la Ley N° 27495- lo hicieron teniendo en cuenta 
las ideas expuestas por el citado excongresista.  
 
Hasta aquí llega la tarea de interpretación legal en torno a la disposición 
contenida en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil. Como se ha 
intentado demostrar, los criterios empleados (sentido literal, ratio legis, 
sistemático e histórico) en conjunto constituyen herramientas útiles para 
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comprender, en buena parte, el sentido (norma) que se deriva de esta causal. 
Para completar esta labor interpretativa, acudiré a dos fuentes adicionales 
como son la jurisprudencia y la doctrina. 
 
 La imposibilidad de hacer vida en común en la jurisprudencia  
 
A nivel jurisprudencial, un primer referente en la materia es la sentencia emitida 
en el III Pleno Casatorio Civil de la Corte Suprema de Justicia (Casación N° 
4664-2010-Puno), publicada el 13 mayo del 2011 en el diario oficial El Peruano.  
En la sentencia, este máximo tribunal sostuvo que, tras la modificatoria 
insertada por la Ley N° 27495, el Código Civil de 1984 consensuó dos sistemas 
en torno al divorcio en su artículo 333: uno subjetivo basado en la culpa del 
cónyuge, y otro objetivo con sustento en el quiebre de la vida conyugal154.  
 
Cabe enfatizar que la Corte Suprema señaló que “las causales detalladas en 
los incisos 1 a 11 se circunscriben a la clasificación del divorcio-sanción, en la 
medida que importan actos imputables a título de dolo o culpa a uno de los 
cónyuges que violentan los deberes que impone el matrimonio”155. Sin perjuicio 
de ello, indicó que la causal de imposibilidad de hacer vida en común detenta 
un carácter residual, ya que en ella se comprenden conductas no previstas en 
las demás causales del artículo 333 del Código Civil156.  
 
En línea similar se manifestó la Sala Civil de la Corte Suprema en la Casación 
N° 2871-2005-Lima. En sus fundamentos 11° y 12° sostuvo que la causal de 
imposibilidad de hacer vida en común se trata de una causal inculpatoria; por 
tanto, solo puede ser invocada por el consorte inocente (agraviado) y no por el 
cónyuge que afectó la relación matrimonial157.  
 
En su fundamento 13°, la mencionada Sala agregó que dicha causal “[…] 
importa gravedad en la intensidad y trascendencia de los hechos producidos 
que hace imposible al cónyuge ofendido el mantenimiento de la convivencia y 
                                                          
154 Cfr. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Casación N° 4664-
2010-Puno. Sentencia dictada en el Tercer Pleno Casatorio Civil realizado por las Salas Civiles 
Permanente y Transitoria: 18 de marzo de 2011, p. 28. 
155 Cfr. Ídem, p. 29. 
156 Cfr. Ídem, p. 40. 
157 Cfr. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Casación N° 2871-
2005-Lima. Sentencia dictada por la Sala Civil: 2 de octubre del 2006. En PODER JUDICIAL 
DEL PERÚ. Anales Judiciales de la Corte Suprema de Justicia. Año judicial 2006. Tomo XCV. 
Lima: Centro de Investigación Judiciales, 2006, p. 228. 
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su imputabilidad al otro consorte; quien con discernimiento y libertad, frustra el 
fin del matrimonio; […] deben exponerse los hechos que, imputados al otro 
consorte, provoca la imposibilidad de continuar o reanudar la vida en 
común”158.  
 
Además, en su fundamento 14° señaló que “la variedad de circunstancias que 
puede presentar la vida real hace imposible enumerar los hechos que puedan 
configurar esta causal; pero todas las circunstancias que de ordinario pueden 
producirse viviendo o no los cónyuges bajo el mismo techo, deben ser 
acreditadas por cualquier medio probatorio admitido en nuestra legislación 
procesal civil”159.  
 
Con este argumento la Sala Civil estaría reconociendo el carácter 
indeterminado de la disposición contenida en el inciso 11 del artículo 333 del 
Código sustantivo. Sin embargo, esta peculiaridad no afecta el deber que tiene 
la parte demandante de probar los hechos que sustentan su demanda. 
 
Otra referencia jurisprudencial se halla en la sentencia expedida por la Sala 
Civil Transitoria de la Corte Suprema en la Casación N° 212-2006-Lima. Aquí 
dejó entrever que la causal de imposibilidad de hacer vida en común consiste 
en una causal inculpatoria genérica, la cual se circunscribe a supuestos 
diferentes a los comprendidos en las otras causales específicas de divorcio160. 
 
De este grupo de resoluciones, se advierte que, al menos, existe una línea 
jurisprudencial a nivel supremo que interpreta a la causal materia de estudio 
como una perteneciente al sistema de divorcio sanción (inculpatorio). 
 
 La imposibilidad de hacer vida en común según la doctrina 
 
Según Carmen Julia Cabello, pareciera que nuestra legislación, a raíz de las 
modificatorias insertadas por la Ley N° 27495, regula la imposibilidad de hacer 
vida en común bajo el enfoque de causal inculpatoria genérica. Esto se deriva, 
en parte, del hecho de que la propia Ley no la exoneró de la aplicación del 
                                                          
158 Ibídem.  
159 Ídem, pp. 228-229. 
160 Cfr. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA REPÚBLICA DEL PERÚ. Casación N° 212-
2006-Lima. Sentencia dictada por la Sala Civil Transitoria: 31 de julio de 2006. En VARSI 
ROSPIGLIOSI, Enrique. Divorcio y separación de cuerpos. Lima: Grijley, 2007, p. 76. 
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artículo 335 del Código Civil, lo cual sí hizo con la causal de separación de 
hecho161. 
 
Asimismo, en opinión de Carmen Cabello, para aplicar esta causal los hechos 
alegados, y acreditados, “[…] deben revestir la gravedad y magnitud suficiente 
que ameriten el divorcio. Ello supone de acuerdo a la naturaleza de los hechos 
que se evalúe la reiterancia en su ocurrencia o su permanencia”162. Añade que 
“[…] la jurisprudencia no debe requerir como elemento configurativo de la 
misma que al demandarse la causal los cónyuges vivan juntos, ameritándose la 
imposibilidad de hacer vida en común también ante la imposibilidad de 
reanudarla”163. 
 
Por otra parte, Manuel Bermudez señala que esta causal hace referencia a 
aquella situación en la cual una pareja no halla solución para sus conflictos. 
Estos podrían tratarse sobre violencia familiar acreditada en un proceso, juicio 
sobre pensión de alimentos y similares164. 
 
Otra apreciación sobre el tema proviene de Benjamín Aguilar, quien sostiene 
que “la redacción de la norma referida a esta causal, denota claramente que la 
imposibilidad de hacer vida en común no fue debidamente estudiada y mucho 
menos consultada con especialistas, [...] solo se limitaron a recogerlo, votarlo y 
aprobarlo en el pleno, y por ello, la causal es un reto para los magistrados”165. 
Esta falta de rigurosidad se puede advertir en las diversas etapas del 
procedimiento de creación de la Ley N° 27495. 
 
A partir del propio texto del inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, el autor 
señala que da la impresión de que se trataría de una causal remedio. No 
obstante, si se considera que la Ley no la eximió de la aplicación del artículo 
                                                          
161 Cfr. CABELLO, Carmen Julia. “Divorcio ¿remedio en el Perú?”. Derecho PUCP. Revista de 
la Facultad de Derecho. Número 54, 2001, p. 408. 
162 Ídem, p. 412. 
163 Ibídem. 
164 Cfr. BERMUDEZ TAPIA, Manuel. “Divorcio y separación de cuerpos”. En PODER JUDICIAL 
DEL PERÚ. Material de lectura del Pleno Jurisdiccional Nacional de Familia del 23 y 24 de 
octubre del 2009. Tema II. Parte 1. Lima: Centro de Investigaciones Judiciales del Poder 
Judicial, 2009, p. 43. 
165 AGUILAR LLANOS, Benjamín. “Imposibilidad de vida en común como causal de separación 
legal o divorcio”. En TORRES CARRASCO, Manuel Alberto (coordinador). El divorcio en la 
legislación, doctrina y jurisprudencia. Causales, proceso y garantías. Lima: Gaceta Jurídica, 
2013, p. 32. 
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335, entonces se concluye que estamos frente a una causal subjetiva o 
sanción166.  
 
Un último punto que aborda Benjamín Aguilar versa sobre qué implica dicha 
causal. Al respecto, manifiesta que “[…] esta surge cuando los cónyuges no 
encuentran salida para sus conflictos, y se debilita la intención de hacer vida en 
común; […]. Se constata una falta de actitud y aptitud de uno de los cónyuges 
de compartir un proyecto de vida, sin embargo, esta falta de aptitud creemos 
que igualmente puede ser recíproca entre los cónyuges”167. 
 
Hasta este punto llega la labor de interpretación que me propuse inicialmente. 
Las diversas fuentes del derecho a las que he recurrido (legislación, 
jurisprudencia y doctrina) junto con los criterios interpretativos han permitido 
vislumbrar un conjunto de entendimientos respecto de la disposición contenida 
en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil. Ahora corresponde abordar el 
siguiente problema jurídico; esto implicará adoptar un entendimiento propio 
sobre dicha causal, que si bien toma en cuenta parte de lo desarrollado en esta 
sección, no obstante, no se restringe a ello. 
 
4.2.2. Sobre el problema N° 2 
 
En el presente caso, ¿se configuró la causal de divorcio de imposibilidad 
de hacer vida en común, debidamente probada en proceso judicial, 
prevista en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil, y, en 
consecuencia, debió declararse fundada la demanda interpuesta por la 
señora Huayhua? 
 
El análisis del problema anterior ha facilitado la comprensión del contenido de 
significado de la causal materia de estudio. Esto hace posible adoptar una 
premisa normativa que oriente la actividad probatoria respecto de los hechos 
del caso. Por tanto, en esta parte del informe se realizará la calificación jurídica 
del material fáctico, es decir, se evaluará si los hechos alegados ingresan (o 
                                                          




no) al campo de aplicación (antecedente) de la norma previamente 
identificada168.  
 
Antes bien, existen algunas consideraciones preliminares que quisiera 
compartir. En el marco de un proceso, el descubrimiento de la verdad 
constituye un fin esencial y una exigencia de la justicia de la decisión adoptada; 
sin embargo, no es su único fin. Si bien la función epistémica del proceso es 
relevante; no obstante, posee otros objetivos como, por ejemplo, aplicar 
normas, realizar valores, reconocer derechos, resolver controversias, entre 
otros169.  
 
En el derecho peruano podemos apreciar que la búsqueda de la verdad 
coexiste con los otros fines del proceso. Esto se ve reflejado en el artículo 188 
del Código Procesal Civil, así también en el artículo III del Título Preliminar del 
mismo. Respecto de la primera función, cabe señalar que el proceso se apoya 
en los medios de prueba, los cuales consisten en cualquier elemento que 
pueda ser utilizado para determinar la verdad acerca de los hechos de un caso 
concreto170. 
 
Téngase en cuenta que en el proceso lo que las partes alegan es, en rigor, una 
aseveración o afirmación en torno a un hecho que acaeció en el pasado. Bajo 
esta lógica, los medios probatorios tendrán como objetivo acreditar la veracidad 
de un conjunto de afirmaciones (enunciados descriptivos) relacionadas con el 
objeto litigioso. 
 
Asimismo, la actividad probatoria que desempeñe el juez en determinado caso 
estará orientada por las reglas jurídicas sobre prueba establecidas en el 
ordenamiento jurídico. En general, estas normas pueden versar sobre la 
admisión, actuación y valoración de los medios probatorios.  
 
En el Código Procesal Civil, podemos observar una variedad de reglas en torno 
a, por ejemplo, los criterios objetivos que el juez debe aplicar para admitir los 
                                                          
168 Cfr. GUASTINI, Riccardo. “Introducción a la teoría de la interpretación”. En POZZOLO, 
Susana y Rafael ESCUDERO (editores). Disposición vs. Norma. Lima: Palestra Editores, pp. 
159-160. 
169 Cfr. TARUFFO, Michele. Simplemente la verdad. El juez y la construcción de los hechos. 
Traducción de Daniela Accatino Scagliotti. Madrid: Marcial Pons, 2010, p.156. 
170 Cfr. TARUFFO, Michele. La prueba. Traducción de Laura Manríquez y Jordi Ferrer Beltrán. 
Madrid: Marcial Pons, 2008, p. 15. 
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medios de prueba ofrecidos (artículos 189, 190 y 191). Además, el Código ha 
previsto un sistema de valoración basado en la apreciación razonada y 
conjunta de los medios probatorios (artículo 197). 
 
Un último aspecto a mencionar es que esta actividad probatoria a cargo del 
juez y sus distintos momentos en el proceso tienen como correlato el derecho a 
la prueba de las partes, el cual es una manifestación del derecho a la tutela 
jurisdiccional efectiva.  
 
Cabe agregar que este derecho a la prueba está conformado por los siguientes 
elementos: i) el derecho a usar todas las pruebas de que se dispone para 
demostrar la verdad de los hechos que sustentan la pretensión; ii) el derecho a 
que las pruebas sean practicadas de manera efectiva en el proceso; iii) el 
derecho a una valoración racional de las pruebas actuadas por parte del juez; y 
iv) la obligación de fundamentar (justificar) las decisiones judiciales171. 
 
En el caso objeto de estudio, la parte demandante, en ejercicio de este 
derecho, ofreció un conjunto de medios probatorios en la respectiva etapa 
postulatoria. En el transcurso del proceso, presentó otros documentos 
referentes a la causal controvertida, siendo que algunos estaban relacionados 
a hechos producidos luego de la interposición de la demanda. Asimismo, la 
parte demandada ofreció un amplio número de elementos de prueba. 
 
Dicho esto, pasemos a lo siguiente. Señalé al inicio que la interpretación 
efectuada en el apartado anterior permitió comprender, en buena parte, la 
causal contenida en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil. Lo que 
corresponde ahora es adoptar una postura propia sobre el tema.  
 
Desde mi punto de vista y tomando en cuenta ciertos aportes que brindan las 
fuentes consultadas, el resultado de la tarea interpretativa (es decir, la norma) 
en torno a la causal materia de estudio puede formularse en los siguientes 
términos: 
 
Si la conducta de uno de los cónyuges genera el surgimiento de 
conflictos, discusiones y hechos de similar o mayor magnitud así como 
                                                          
171 Cfr. FERRER BELTRÁN, Jordi. La valoración racional de la prueba. Madrid: Marcial Pons, 
2007, pp. 54-57. 
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un ambiente hostil sin armonía, haciendo que el otro cónyuge ya no 
pueda continuar o reanudar la vida en común; entonces, el cónyuge 
perjudicado podrá demandar el divorcio. 
 
He convenido útil expresar esta norma jurídica mediante una estructura 
hipotético-condicional, de modo que pueda apreciarse con mayor claridad el 
supuesto de hecho (antecedente) y la consecuencia jurídica (consecuente). 
Esto nos ayuda a identificar qué hechos requieren probarse a fin de establecer 
si el antecedente de la norma se configuró (o no) en el caso concreto. 
 
Cabe anotar que, para construir esta norma, he considerado determinadas 
nociones que ofrece la jurisprudencia así como la doctrina. En estas fuentes se 
puede advertir una mayor preocupación por desarrollar el contenido de la 
causal de imposibilidad de hacer vida en común. Sin perjuicio de ello, la 
interpretación legal en torno al artículo 333 del Código Civil ha sido útil para 
establecer su carácter sancionatorio. 
 
Ahora bien, el siguiente nivel de análisis corresponde al material fáctico del 
expediente, con el cual se podrá determinar si la demanda del presente caso 
resulta fundada. 
 
El antecedente de la norma indicado arriba hace referencia a una clase de 
circunstancias de hecho como discusiones, conflictos, ambiente hostil y 
situaciones similares o de mayor gravedad, entre los cónyuges. Otro elemento 
del antecedente es la identificación del cónyuge que genera estos hechos. Por 
último, se exige que el cónyuge perjudicado ya no pueda continuar o reanudar 
la vida conyugal.  
 
Por tanto, corresponde determinar si los hechos del caso se subsumen en los 
elementos que integran el supuesto de hecho. Si ello es así, entonces, se 
disolverá el vínculo matrimonial, siendo fundada la demanda. Veamos: 
 
 La señora Huayhua ofreció una serie de medios de prueba de tipo 
documental172, los cuales después fueron admitidos en su totalidad 
                                                          
172 Código Procesal Civil. “Artículo 192.- Son medios de prueba típicos: 1. La declaración de 




mediante la Resolución N° 9 de fecha 6 de marzo del 2012. Con estos 
pretendía acreditar las afirmaciones vertidas en su escrito de demanda. 
 
En este acto postulatorio, la demandante afirmó que existían 
desavenencias debido a la conducta del señor Chimpen. Una de ellas 
estaba relacionada al uso de una habitación del departamento. Al respecto, 
se advierte que ninguno de los medios de prueba presentados por aquélla 
en su demanda acredita directamente la veracidad de esta afirmación. 
Prosigamos. 
 
 La señora Huayhua alegó también que su cónyuge acostumbraba beber 
licor hasta la madrugada en el departamento, principalmente los fines de 
semana, y utilizaba un lenguaje inapropiado por teléfono. Esto le 
preocupaba, pues su hija adolescente vivía con ellos y se exponía a un 
peligro moral inminente.  
 
En la contestación de la demanda, el señor Chimpen señaló que su 
consumo de alcohol ocurría de manera ocasional, lo cual no lo convertía en 
una persona alcohólica o un bebedor consuetudinario. Más allá de la 
calificación de este hábito y de la periodicidad de su práctica, el 
reconocimiento que efectúa el demandado denota que la ingesta de 
bebidas (hecho) sí ocurrió en el marco de la relación conyugal. Esto se 
corresponde con la alegación formulada por la demandante; desde la 
perspectiva de la señora Huayhua, esta conducta le afectaba de forma 
negativa y dificultaba la vida en común. 
 
 Otra alegación de la demandante consistió en que su cónyuge incumplió su 
promesa de ser amigo de su hija y de llevarla al colegio todas las semanas. 
Esto fue confirmado por el mismo señor Chimpen en su contestación, 
donde manifestó que el hecho de no llevarla al colegio revelaba que su 
cónyuge deseaba tener un empleado y no un esposo. Por tanto, la 
aseveración efectuada por la demandante quedó acreditada, puesto que se 
corresponde con lo acaecido en la realidad. 
 
 En la demanda, la señora Huayhua agregó que el demandado tenía un 
horario de trabajo excesivo dentro y fuera del hogar, pues laboraba de 
lunes a sábado durante todo el día, y al regresar a casa se aislaba en su 
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escritorio. Según ella, esta conducta impedía cumplir con los deberes 
matrimoniales de cohabitación, asistencia mutua y vida en común.  
 
Al respecto, en su contestación de demanda el señor Chimpen reconoció 
que tenía una alta carga laboral; sin embargo, para él esto no generaba una 
imposibilidad para hacer vida en común, tampoco el incumplimiento de sus 
deberes conyugales.  
 
Sobre este punto, resulta razonable pensar que una actividad laboral como 
la del demandado, que excede el horario de oficina ocupando gran parte de 
los días durante la semana, no posibilita la presencia total de una persona 
en el hogar conyugal. Aquí debo anotar que este razonamiento se sostiene 
en una máxima de la experiencia, esto es, una regla sobre una pluralidad 
de hechos o comportamientos, que se expresa en una proposición que 
tiende a poseer un carácter general173.  
 
De esta limitación fáctica entre el demandado y la demandante, es plausible 
colegir que se dificultaba el cumplimiento de los deberes conyugales, lo 
cual tenía un impacto negativo sobre la relación matrimonial según la 
demandante. 
 
 Aunado a lo anterior, la demandante alegó que, en la última semana de 
octubre del 2010, organizó un viaje para mejorar su relación con el 
demandado. Durante el trayecto la señora Huayhua sufrió un accidente y se 
lesionó uno de sus brazos. A pesar de su estado, no recibió el apoyo ni la 
asistencia por parte de su cónyuge.  
 
El hecho del accidente y el estado de salud de la demandante quedaron 
acreditados mediante el Carné de Atención de Accidentes de fecha 1 de 
noviembre del 2010 suscrito por el médico Edgardo Alania en la ciudad de 
Huaraz174. A ello se suman las recetas médicas y boletas de venta emitidas 
por la Clínica de Especialidades Médicas entre noviembre y diciembre del 
2010175. 
 
                                                          
173 Cfr. TARUFFO, Michele. “Considerazioni sulle massime d’esperienza”. Rivista Trimestrale di 
Diritto e Procedura Civile. Año LXIII, número 2, 2009, pp. 553-554. 
174 Ver foja 4 del expediente. 
175 Ver fojas 5 a 11 del expediente. 
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Si bien estos documentos prueban que ocurrió el accidente y que la 
demandante se lesionó uno de sus brazos; no obstante, no acreditan de 
forma directa el incumplimiento del deber de asistencia por parte del 
demandado. En realidad, este último hecho no requirió medio de prueba 
alguno, pues el mismo señor Chimpen lo reconoció. 
 
En su contestación manifestó que no brindó atención a la señora Huayhua 
cuando ésta se accidentó. Para él, este hecho no implicaba un desinterés 
hacia ella como esposa. Entonces, se puede concluir que el demandado 
quebrantó voluntariamente el deber de asistir a su cónyuge, el cual 
resultaba exigible más aún cuando estaba comprometida la salud de ella. 
 
 Otra alegación de la demandante hacía referencia al conflicto entre ambos 
cónyuges sobre el departamento que habitaban. La señora Huayhua 
sostuvo que el demandado pretendía venderlo a pesar de que se trataba de 
un bien propio suyo. Contrariamente, el demandado consideraba que el 
departamento le pertenecía, al haberlo adquirido con su dinero antes del 
matrimonio. No obstante, señaló que los documentos de propiedad del 
inmueble estaban a nombre de su cónyuge.  
 
En la audiencia de pruebas del 19 de julio del 2012, se actuaron las 
declaraciones de ambos, que habían sido dispuestas como prueba de oficio 
por el Vigésimo Juzgado de Familia. En la declaración del demandado, éste 
señaló que el departamento había sido vendido por su cónyuge; mientras 
que la demandante declaró que dicho inmueble lo adquirió el 9 de 
diciembre del 2009 antes de contraer matrimonio.  
 
Sin perjuicio de las declaraciones actuadas, ambas partes presentaron 
diversos documentos en relación a la venta del departamento, tales como la 
minuta del contrato de compraventa suscrito el 14 de marzo del 2012 por la 
señora Huayhua (en calidad de vendedora) y la sociedad conyugal 
conformada por la señora Rosa Huarcaya Ballón y el señor Carlos Andaluz 
Westreicher (en calidad de compradores)176. Asimismo, la escritura pública 
                                                          
176 Ver fojas 113 a 118 del expediente. 
 
76 
extendida por el notario Gino Benvenuto Murguía de fecha 9 de mayo del 
mismo año177.  
 
Al examinar el expediente se aprecia que existió un conflicto constante 
entre las partes respecto de este bien inmueble. Es más, luego de su venta, 
la demandante se mudó de domicilio en mayo del 2012. Conforme a los 
escritos y documentos presentados luego de la interposición de la 
demanda178, se advierte que el objetivo de ambas partes era discutir sobre 
la titularidad del derecho de propiedad del departamento. Sin embargo, este 
proceso de divorcio no era la sede para solucionar dicha controversia.  
 
 Por último, cabe hacer un comentario respecto de los hechos vinculados a 
la denuncia efectuada por la señora Huayhua en contra de su cónyuge, lo 
cual ocurrió después de la interposición de la demanda.  
 
Mediante el escrito presentado el 17 de julio del 2012, la demandante puso 
en conocimiento del Vigésimo Juzgado de Familia lo siguiente: El 26 de 
junio del 2011, la señora Huayhua denunció haber sido víctima de agresión 
física y psicológica (violencia familiar) por parte del demandado. De 
acuerdo a la constancia de la denuncia registrada por la Comisaría PNP de 
Monterrico, el señor Chimpen irrumpió de forma prepotente en su 
habitación, la empujó sobre su cama y le indicó que si él quería desde ese 
día dormiría con ella. Este evento ocurrió en el departamento que ambos 
seguían habitando; no obstante, dormían en cuartos separados. 
 
Es importante destacar que, a raíz de la denuncia realizada por la señora 
Huayhua, el 24 de enero del 2012 la Decimosegunda Fiscalía Provincial de 
Familia de Lima otorgó medida de protección a favor de ella, e interpuso 
una demanda sobre violencia familiar en la modalidad de maltrato físico 
contra el señor Chimpen179. La Fiscalía dispuso esta medida en vista de 
                                                          
177 Ver fojas 160 a 163 del expediente. 
178 Cabe anotar que ambas partes presentaron una serie de medios probatorios (de tipo 
documental) relacionados a hechos acaecidos después de la interposición de la demanda. Al 
respecto, el artículo 429 del Código Procesal Civil señala que: “Después de interpuesta la 
demanda, sólo pueden ser ofrecidos los medios probatorios referidos a hechos nuevos y a los 
mencionados por la otra parte al contestar la demanda o reconvenir. […]”. 
179 Al momento en que la Fiscalía otorgó la medida de protección e interpuso la demanda sobre 
violencia familiar, se encontraba vigente la Ley N° 26260, “Ley de protección frente a la 
violencia familiar”, publicada el 24 de diciembre de 1993 en el diario oficial El Peruano. 
Asimismo, el Texto Único Ordenado de la citada ley, aprobado mediante Decreto Supremo N° 
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que el certificado médico legal de la demandante acreditó la existencia de 
maltrato físico; sin embargo, no se probó el maltrato psicológico. 
 
Asimismo, la demanda presentada por la Fiscalía dio inicio al proceso sobre 
violencia familiar en contra del señor Chimpen180, cuyo trámite estuvo a 
cargo del Duodécimo (12°) Juzgado de Familia de Lima mediante el 
expediente N° 1358-2012-FT. 
 
A partir de estos hechos, se puede colegir que existían diversos conflictos 
entre los cónyuges, los cuales no estaban limitados a meras discusiones o 
riñas dentro del matrimonio. También incluyeron actos de violencia (física) 
en contra de la demandante. Por tanto, resulta razonable pensar que estos 
eventos provocaron un ambiente de hostilidad dentro del domicilio 
conyugal. 
 
Conforme a una apreciación conjunta de las afirmaciones que hizo la 
demandante, cuya veracidad fue acreditada en su mayoría181; concluyo que los 
conflictos conyugales se venían produciendo desde antes del inicio del proceso 
y prosiguieron a lo largo de éste. A partir de los medios probatorios actuados 
en el proceso, se demuestra la falta de armonía entre ambos consortes y la 
existencia de un ambiente hostil en el domicilio conyugal, al punto de haberse 
producido hechos de violentica familiar.  
 
Asimismo, considero que el origen de estas circunstancias de hecho resulta 
atribuible a las conductas (activas y omisivas) del demandado. Todo ello 
terminó quebrantando la relación matrimonial. Esta situación de insostenibilidad 
ya no pudo ser tolerada por la demandante, siendo imposible para ella 
continuar viviendo con el señor Chimpen.  
 
                                                                                                                                                                          
006-97-JUS. Posteriormente, la Ley N° 26260 fue derogada por la Ley N° 30364, “Ley para 
prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres y los integrantes del grupo 
familiar”, publicada el 23 de noviembre del 2015. 
180 Según el Reporte del Expediente N° 01358-2012, el proceso sobre violencia familiar se 
inició el 1 de febrero del 2012. 
181 En ese sentido, la demandante cumplió con acreditar los hechos que alegó en su demanda. 
Al respecto, el artículo 196 del Código Procesal Civil establece que: “Salvo disposición legal 
diferente, la carga de probar corresponde a quien afirma hechos que configuran su pretensión, 
o a quien los contradice alegando nuevos hechos”. 
 
78 
En vista de lo anterior, mi posición es que el supuesto de la norma contenida 
en el inciso 11 del artículo 333 del Código Civil182 sí se configuró en el caso 
materia de estudio. Por tanto, considero que la demanda de divorcio por 
imposibilidad de hacer vida en común interpuesta por la señora Huayhua debió 
ser declarada fundada y, por consiguiente, correspondía disolver el vínculo 
matrimonial entre la demandante y el demandado. 
 
Para concluir esta parte del informe, quisiera anotar algunos puntos en torno a 
los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales que participaron del 
proceso. 
 
Respecto de la sentencia (Resolución N° 22) emitida por el Vigésimo Juzgado 
Especializado de Familia, debo decir que, si bien concuerdo con el sentido del 
fallo (fundabilidad de la demanda); discrepo con la parte considerativa de la 
sentencia. En mi opinión, el Juzgado no explicitó el razonamiento inferencial 
que lo llevó a tomar su decisión final. No fundamentó cómo, a partir de la 
información obtenida de los elementos de prueba, concluyó luego que la causal 
quedó acreditada.  
 
Hay que recordar que el artículo 197 del Código Procesal Civil183 establece un 
sistema de valoración de la prueba basado en la apreciación razonada del juez.  
Sin embargo, esta última no está exenta de motivación, pues dicha disposición 
exige que la decisión probatoria sea expresada en la sentencia.  
 
A raíz de ello, considero que la Resolución N° 22 padece de una patología 
consiste en un motivación judicial insuficiente, toda vez que el Juzgado no 
desarrolló de manera completa la justificación (externa) de la premisa fáctica en 
el presente caso. 
 
En cuanto a la Resolución N° 11 (“sentencia de vista”)184 expedida por la 
Segunda Sala Especializada en Familia, debo manifestar que no estoy de 
acuerdo con la parte resolutiva. Asimismo, disiento de uno de los argumentos 
de la Sala, que conllevó a la revocación de la sentencia apelada.  
                                                          
182 Conjuntamente, téngase en cuenta el artículo 349 del Código Civil. 
183 Código Procesal Civil. “Artículo 197.- Todos los medios probatorios son valorados por el 
Juez en forma conjunta, utilizando su apreciación razonada. Sin embargo, en la resolución sólo 
serán expresadas las valoraciones esenciales y determinantes que sustentan su decisión”. 




En el fundamento noveno de la Resolución, la Segunda Sala de Familia 
sostuvo que los medios probatorios no acreditaron con un nivel de certeza la 
imposibilidad de hacer vida en común entre las partes por culpa del 
demandado, a pesar de que la misma señaló que resultaba plausible inferir 
ciertas desavenencias conyugales de las declaraciones de parte.  
 
En mi opinión, esta alta exigencia probatoria que impone la Sala es criticable, 
ya que cuando se decide sobre cuestiones fácticas siempre nos encontraremos 
en un contexto de incertidumbre185. Y es que no existen certezas “absolutas”, 
pues los hechos que las partes traen al proceso ocurrieron en el pasado.  
 
El juez del caso no podrá reproducirlos en el presente, y tendrá que trabajar en 
función de las afirmaciones que las partes realizan en torno a esos hechos. Por 





- El objeto litigioso del proceso exige determinar la configuración de la causal de 
imposibilidad de hacer vida en común, debidamente probada en proceso judicial, 
en el caso materia de estudio. Para ello, ha sido necesario desarrollar una 
actividad interpretativa respecto de la disposición contenida en el inciso 11 del 
artículo 333 del Código Civil.  
 
- Se ha recurrido a un conjunto de criterios de interpretación legal (sentido literal, 
ratio legis, sistemático e histórico), los cuales han permitido vislumbrar 
gradualmente el sentido (norma) de esta causal. Para completar esta labor 
hermenéutica, se acudió también a las fuentes de origen jurisprudencial y  
doctrinal.  
 
                                                          
185 Cfr. VÁZQUEZ, Carmen. “Más razonamiento probatorio y menos fórmulas jurídicas sobre la 
prueba”. Conferencia presentada en la Academia Judicial de Chile. 14 de agosto, 2019. 
Consulta: agosto de 2020. Véase en el siguiente enlace: 
https://www.youtube.com/watch?app=desktop&feature=share&v=31RFPlLuyG8&fbclid=IwAR3g
D_ce747RGl7fYj1xzhhyPze0_iAFLeni7QdNtuKUFCM58sjyAj3UTXw. 
186 Cfr. Ibídem.  
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- Considero que resulta importante y necesario conocer el contenido de significado 
de la causal, pues ello permite al intérprete (p.e. el juez) hacer dos cosas: i) 
identificar de manera adecuada la premisa normativa que guiará su 
razonamiento, y ii) enfocar la actividad probatoria en los hechos que estén 
relacionados con el supuesto de hecho exigido por tal premisa.  
 
- Como resultado de esta tarea interpretativa, se advierte que la causal en 
comentario está conformada por diversos elementos, entre los que se halla un 
conjunto de circunstancias de hecho tales como discusiones, conflictos, 
ambiente hostil, y situaciones similares o de mayor gravedad entre los consortes. 
Además, esta causal requiere la identificación del cónyuge que genera estos 
hechos, así como del cónyuge perjudicado, para quien ya no es posible 
continuar o reanudar la vida conyugal.  
 
- A partir de la información obtenida de los medios probatorios, considero que sí 
se configuró el supuesto de hecho exigido por el inciso 11 del artículo 333 del 
Código Civil. Por tanto, la demanda de divorcio interpuesta por la señora 
Huayhua debió ser declarada fundada y, en consecuencia, correspondía disolver 
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